	COMISIÓN DE TRANSPARENCIA
PODER JUDICIAL DE COSTA RICA

	SESIÓN ORDINARIA MES 5 DE JUNIO DE 2024

	I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:
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	HORA FINAL

	5 de junio
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Comisión de Transparencia:
· Magistrada Patricia Solano, Sala Tercera (quien preside)
· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda. 
· Magistrada Damaris Vargas, Sala Primera
· Sr. Hugo Hernandez Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno
· Sr Omar Brenes Capos. Organismo de Investigación Judicial
· Sra. Estrellita Orellana, Presidenta del Tribunal de la Inspección Judicial
· Sra. Siria Carmona Castro , Consejo Superior
· Sr. Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública
· [bookmark: _Hlk168665911]Sr. Allan Pow Hing Cordero, Dirección de Planificación 

Oficina de Cumplimiento 

· Sra. Kenia Alvarado
· Sra. Catalina Blanco Sánchez 
· Sr. Randall Zúñiga Palacios



No estuvieron presentes: 
· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional
· Sr. Carlo Díaz, Fiscal General de la República


	

AGENDA:

	
Artículos:

Variación del orden del día

[bookmark: _Hlk168477190]1.- Mediante correo electrónico del 30 de mayo de 2024, se informa a este grupo de trabajo que la Contraloría General de la República finalizó la auditoría especial “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, en la que se imiten una serie de recomendación de mejora en el sistema de control interno -SEVRI.  Derivado del informe, la Presidencia de Corte, ha convocado a la Vicepresidencia, Oficina de Cumplimiento, a la STEV, a la Dirección de Planificación, CONAMAJ, Prensa y Comunicación, Oficina de Control Interno y Alonso Mata, a una sesión de trabajo para establecer la hoja de ruta para implementar las recomendaciones. En atención a lo anterior, nuestra Oficial de Cumplimiento, Kenia Alvarado Villalobos, estima que es de suma importancia, comunicar lo anterior y de esta forma obtener el pronunciamiento de la Comisión de Transparencia sobre el tema, con el fin de poder aportar dichos insumos a la citada mesa de trabajo
 



	DOCUMENTOS:
	[bookmark: _Hlk141280049]Punto 1: 



  

	DISCUSIÓN:
	
1) Contraloría General de la República finalizó la auditoría especial “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, en la que se imiten una serie de recomendación de mejora en el sistema de control interno -SEVRI.  
Magistrada Patricia Solano Castro    se nos ha comunicado el informe de carácter especial acerca del diseño e implementación del sistema de control interno para la prevención de la corrupción en el poder judicial “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024”.  Emiten una serie de recomendaciones de mejora y derivado de este informe, la Presidencia de la Corte convocó a la Vicepresidencia a la Oficina de Cumplimiento, a la Dirección de Planificación, CONAMAG, Prensa,  Oficina de Control Interno, Oficina de Cumplimiento. Solicita que se proyecten las observaciones. Se deben resaltar algunos aspectos. En el resumen se indica que el 
 objetivo era determinar si el poder judicial ha diseñado e implementado un sistema de control interno para la prevención de la corrupción, entonces qué dicen ellos? ¿Qué encontraron de ese informe? Dicen que se determina que el poder judicial cumple de manera parcial con el diseño e implementación del sistema de control interno y Señalan que identifican 3 debilidades en los componentes de ambiente de control, la valoración de riesgos y las actividades de control y concluyen que hay una débil coordinación y comunicación entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento y señalan que, ante este hallazgo, estiman que deben ejecutar acciones conjuntas para realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, porque no se cuenta con una definición de canales de comunicación, aspectos de coordinación indispensable ni puntos de interacción, que conjugue los esfuerzos y potencie las relaciones en esta materia. Entonces, ante este hallazgo y esta recomendación, entonces, básicamente lo que nosotros debemos hacer es definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable y los puntos de interacción entre las oficinas de Control Interno y de Cumplimiento, de tal forma que se permita la ejecución de las acciones complementarias e integradas para la valoración de los riesgos de corrupción.

Esa interacción debería responder a un proceso articulado a criterio de la actuación, de forma que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma coherente y efectiva la consideración de un ambiente de control interno y de una cultura anticorrupción.
Cuando nosotros analizamos esta estas observaciones que nos hace la Contraloría,  nos percatamos que para dar por acreditada esta disposición se debe remitir al área de seguimiento para la mejora de la Contraloría General de la República, le indican a Presidencia de Corte que, al 30 de agosto de 2024 debe existir una certificación donde se acredite que se realizó la definición y oficialización de los canales de comunicación y los aspectos de coordinación indispensable y los puntos de interacción entre dichas instancias. Además, señalan que al 31 de octubre de 2024 se debe certificar en qué consta el avance en la implementación de los canales de comunicación de la coordinación indispensable y la interacción entre dichas instancias. Conociendo  cuál era el objetivo, los hallazgos y la disposición  de la Contraloría es el punto de partida para ver hacia donde caminamos y los ejes de acción.

La segunda debilidad que nos apuntan, tiene que ver con la valoración del riesgo punto 4 y 5 del informe donde se indica: “Divulgar la estructura organizativa del poder judicial para la prevención y atención del fenómeno de la corrupción y que esta divulgación debe comprender los instrumentos estratégicos y operativos, las instancias responsables, sus roles, competencias.
Eso está en los párrafos del 212 al 220. Nosotros debemos acreditar al 30 de septiembre de 2024 la divulgación de la estructura organizativa del poder judicial en materia de prevención y atención del fenómeno de la corrupción. En el tercer punto que tiene que ver con la valoración del riesgo se nos indica que,  al 29 de noviembre de 2024 debemos certificar una definición de acciones y al 31 de marzo del próximo año una certificación mediante la cual se acredite el avance e implementación de las acciones. Ellos entonces nos dicen que nosotros tenemos que definir e implementar las acciones que nos permitan evaluar la política
axiológica,  la política de justicia abierta, la política de integridad y la política anticorrupción asociadas a la atención de la necesidad de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de estas políticas son efectivas en la prevención de la corrupción, así como generar recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del sistema de control interno.
Y que lo anterior, conforme a lo establecido en la normativa aplicable en la metodología de evaluación de resultados y en el modelo de gestión de políticas institucionales del poder judicial.
Nos dicen que al 31 de enero de 2015 se debe tener una certificación mediante la cual se acredite la definición de las acciones. Al 30 de abril del próximo año, una certificación mediante la cual se acredite el avance e implementación de las acciones definitivas. 

Se tiene un cuadro en donde se visibiliza mejor el componente, la disposición, acreditación y la propuesta.

a) Punto uno: 


	Componente SCI

	Disposición
	Acreditación - Disposición

	




Ambiente de Control
	4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura anticorrupción.


	Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:

i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.

ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la interacción entre dichas instancias.





En relación al primer componente denominado ambiente de control interno, se debe ver:

¿cuál es el estado actual y cuáles son las propuestas?

Tenemos que ver es cuáles son los puntos de interacción, cuál es el canal de comunicación existente: el canal de comunicación es precisamente la Comisión de Transparencia porque en el tema de corrupción oficialmente esta Comisión es el punto de enlace tanto a nivel nacional como internacional, sobre este la política de corrupción del poder judicial.

Dado que lo que nos dicen es que se debe realizar una comunicación efectiva, se estima que la comunicación de los informes técnicos, tanto de la Oficina de Cumplimiento como de la Comisión de Transparencia, siempre se ha dado. Se encuentran en la página por lo que, cuando se estaba realizando la auditoría se le hizo ver a la Contraloría que en realidad nosotros sí contamos con puntos de interacción y de comunicación y que de alguna manera ellos no los quisieron visibilizar, pero que sí existen y en los proyectos de cooperación de la construcción del sistema integrado de procesos de riesgo y otros. Es claro que hay participación tanto de la Oficina de Control Interno como de la Oficina de Cumplimiento.

Se propone: 

1.- crear un repositorio compartido entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento que se nutra de los acuerdos tanto de la Comisión de Transparencia como de los informes que brinden a ambas oficinas, que tiene que ver con temas de corrupción. Los responsables serían 
La Oficina de Cumplimiento, la Oficina de Control Interno y TI, porque se requiere de la participación de la dirección de tecnología para poder crear este repositorio para compartir el informe.  

2.- Que se disponga una sesión de trabajo trimestral entre Control Interno y la Oficina de Cumplimiento para retroalimentarse, compartir los informes y los hallazgos más importantes,  
temas que son comunes sobre riesgos.
Siendo los responsables tanto la Oficina de Control Interno como la Oficina de Cumplimiento, y esta Comisión supervisaría estas sesiones de trabajo porque nos estaría llegando el producto de esas reuniones de interacción, para poder dar un seguimiento sobre el cumplimiento de los objetivos y de las recomendaciones de la Contraloría y de forma paralela  desde la Comisión podemos dar el seguimiento que interesa a los temas de corrupción.
 
3.- Como tercera propuesta que al borrador del Reglamento de la Oficina de Cumplimiento se le debe agregar precisamente estos canales y estos puntos de interacción entre ambas oficinas como una de las acciones o de las coordinaciones que deben llevar a cabo estás oficinas.







b) Punto dos

Componente SCI           Disposición                                       Acreditación - Disposición
	
Valoración de Riesgo
	4.5. Divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del fenómeno de la corrupción. Dicha divulgación debe contemplar al menos la clarificación de los instrumentos estratégicos y operativos, las instancias responsables, sus roles y
competencias (ver párrafos del 2.12 al 2.20).


	Para dar por acreditada esta disposición 
al 30 de setiembre de 2024, una certificación mediante la cual se acredite la divulgación de la estructura organizativa del Poder Judicial en materia de prevención y atención del fenómeno de la corrupción.
	




En lo que tiene que ver con el punto segundo relacionado con valoración del riesgo.
¿Cuál es el estado actual de la situación? Nosotros tenemos campañas sobre la Oficina de Cumplimiento, sobre la Política de Integridad y Anticorrupción, sobre la Oficina de Control Interno.
También se ha realizado una campaña sobre la gestión de las políticas institucionales a cargo de la Dirección de Planificación.
Se propone: 

1.- Reiterar la campaña sobre la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial.

2.- Hacer énfasis en la estructura de ejecución de los objetivos de la Política, cómo se ejecutan, por ejemplo, puede ser una infografía. Los responsables serían:   La Oficina de Cumplimiento, la Oficina de Control interno, la Dirección de Planificación por un tema de divulgación, también Prensa y Comunicación y esta Comisión, como encargada precisamente del tema anticorrupción y de darle el seguimiento a las políticas.




Componente SCI                   Disposición                                       Acreditación - Disposición
	


Valoración de Riesgo
	
Definir e implementar las acciones correspondientes de modo que en el SERVI-PJ se integre la valoración de riesgos de corrupción, en concordancia con los artículos 14 y 18 de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial. Dicha integración debería responder a una valoración de riesgos de corrupción institucional de forma tal que permita
identificar, analizar, evaluar, administrar y efectuar el seguimiento a los riesgos de corrupción asociados a las diferentes oficinas y despachos judiciales desde el SEVRI-PJ
(ver párrafos del 2.21 al 2.37).


	Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:

i. Al 29 de noviembre de 2024, una certificación mediante la cual acredite la definición de las acciones.

ii. Al 31 de marzo de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en
la implementación de las acciones definidas.
	




Otras de las de las debilidades que señala la Contraloría es que dicen que debemos definir e implementar acciones correspondientes, de modo que en el SEVRI se integre la valoración del riesgo de corrupción en concordancia con los artículos 14 y 18 de la Ley de Control Interno y el marco orientador de la metodología del sistema específico del riesgo institucional del poder judicial, esto debe responder, dicen, a una valoración de riesgos de corrupción institucional. En este sentido, cuando nosotros vemos el SEVRI sí genera (no con el tema necesariamente con la profundidad que se dice de alerta de corrupción) pero sí genera información para la valoración de los eventos de corrupción. Un ejemplo de esto en la fuga de información que se da en el SEVRI y que por eso se han venido construyendo protocolos a efectos de asegurar la información, porque eso nos pone en una debilidad. Esto se le dijo a la Contraloría, sin embargo, no lo tomaron en consideración e hicieron caso omiso.


Adicionalmente se propone: 

3.- construir en el SEVRI un riesgo de conflicto de interés para que sea analizado por las oficinas a través del PAO, como fue recomendado por la Auditoría a la Comisión.  Los responsables serían: Control Interno, la Oficina de Cumplimiento y esta misma Comisión, como supervisora de ver que el SEVRI se construya en ese sentido y que pueda darnos mayores alertas a efecto de poder visibilizar riesgos de corrupción institucional.

4.- La actualización del portafolio de los riesgos institucionales para revisar, complementar, clasificar los riesgos institucionales y ponerlos a disposición de las oficinas.


5.- Construir una capacitación conjunta sobre el uso de este portafolio.
Para definir los responsables se deberá solicitar a las oficinas que al menos trabajen un riesgo de cada categoría. Coordinación con la Oficina de Control Interno, STEV, Continuidad del Servicio, DTI -riesgo tecnológico-, Inspección Judicial, Auditoría y también estaría inmiscuida esta misma Comisión. Básicamente se indica como debilidad que había poca comunicación entre Control Interno y la Oficina de Cumplimiento y la visibilizarían por medio del SEVRI. Nosotros tenemos que ver que precisamente en este portafolio de riesgos institucionales, necesariamente debe estar dentro del grupo de trabajo la Comisión de Transparencia o al menos alguno de los integrantes de la Comisión, además de la Oficina de Cumplimiento, porque en esta actualización en esta construcción de los portafolios de riesgos, este si se está incluyendo una parte de lo que tiene que ver corrupción.




c) Punto tres: 
Componente SCI                 Disposición                                       Acreditación - Disposición
	

Actividades de Control
	
4.7. Definir e implementar las acciones que permitan evaluar la Política Axiológica, la Política de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de esas políticas, son efectivos en la prevención de la corrupción; así como generar recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del Sistema de Control Interno. Lo anterior conforme lo establecido en la normativa aplicable, en la Metodología de Evaluación de Resultados y en el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial (ver párrafos del 2.38 al 2.55).

	Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:

i. Al 31 de enero de 2025, una certificación mediante la cual se acredite la definición
de las acciones.
ii. Al 30 de abril de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en la
implementación de las acciones definidas.
	

	
	
	
	





En este componente se indica que se debe definir e implementar acciones de control que permitan evaluar la Política Axiológica,  la Política de Justicia Abierta y la Política de Integridad y  Anticorrupción del Poder Judicial,  asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de esas políticas son efectivas en la prevención de la corrupción y generar recomendaciones para su corrección, eficiencia y mejora continua del sistema de control interno, conforme lo establece la metodología de evaluación y resultados del modelo de gestión y políticas institucionales, la  Contraloría  dice que al 31 de enero del próximo año se debe ser certificar una definición de estas acciones y al 30 de abril del próximo año se deberá tener certificación mediante la cual se acredite el avance en la implementación de las acciones definitivas.

Este es un tema que va básicamente le corresponde a la Dirección de Planificación. La Comisión de Transparencia está en la mejor disposición de colaborar con las propuestas en temas de anticorrupción y de poder participar o colaborar con la Dirección de Planificación en el estudio de estas políticas precisamente para ver en forma conjunta estas necesidades de prevención de corrupción y que las políticas nos den los resultados que se esperan institucionalmente.

Estas serán este básicamente los 3 puntos de los de las observaciones que nos hizo a nosotros la Contraloría, como una vez analizado, identificamos cuáles son los requerimientos, cuál es la acreditación que se nos da y sobre todo las propuestas con las cuales se le puede dar respuesta a la Contraloría General de la República y para bien de la institución, sobre estos puntos que nos han puesto este en conocimiento.

Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez  

Sí, evidentemente el tema del fortalecimiento de del control interno, tenemos que ver cómo cumplimos realmente con las recomendaciones. Quisiera saber cómo está el   tema del Reglamento de la oficina. 

Magistrada Patricia Solano Castro   25:02
Eso lo han expuesto a Corte varias veces, no se ha llegado al punto y no lo han vuelto a poner en agenda, por lo menos en puntos, en puntos de discusión.

Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez   25:38
Mañana en Consejo Consultivo nosotros vamos a valorar algo sobre eso, es un tema que tiene que ir vinculado, o sea, en tema del control interno yo no veo ningún debilitamiento, más bien lo veo como un fortalecimiento a las acciones en forma conjunta, yo sí creo que el tema de la Oficina de Cumplimiento hay que determinar a dónde va a estar la ubicación y sé que en el Reglamento lo establecemos. Creo que hay que ver de qué forma se incorpora el tema de la competencia en el Reglamento, para que coadyuven la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento. Yo estoy de acuerdo con lo que nos expuso, solo que a mi me parece que en el Reglamento no ponemos esa conexión entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento y  es un tema que nosotros podemos incorporar ya cuando lo veamos en Corte. En todo caso con esta propuesta lo que se está haciendo, incorporar las oficinas de los ámbitos de control, con la finalidad de ver cómo se fortalece este tema de anticorrupción. Quizá mañana podemos hablar con el Presidente para ver la posibilidad de darle una prioridad a este tema en Corte. 

Magistrada Patricia Solano Castro   28:03 Precisamente una de las propuestas es incluir dentro del reglamento esa coordinación y esas reuniones trimestrales.

Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez   28:29
Por eso es lo que te estoy diciendo, que yo creo que no lo habíamos visto así al inicio.

Magistrada Patricia Solano Castro   28:31
perfecto eso lo notamos ante la observación de la Contraloría como una necesidad y por eso lo ponemos, por eso aprobado el día de hoy en la Comisión, incluso cuando lo llevemos a Corte para aprobación, vea que de esto podemos decir la Comisión en tal sesión y ante esto sí hace la propuesta de que podamos incluir dentro del reglamento esta coordinación necesaria entre las dos Oficina.


Kenia Alvarado Villalobos   29:26

La Contraloría cuando estaba haciendo la evaluación insistió en conocer que se estaba haciendo Corte por definir la reglamentación de la Oficina de Cumplimiento, incluso ya sabemos de control interno de ética o sea de los órganos de control, lo que se les dijo en su momento es lo que teníamos, que si existía un borrador de reglamento que estaba en Corte y que la institución había avanzado en el estudio de la organización y de la estructura de la Oficina de Cumplimiento y ya estábamos en el organigrama.  Yo esperaba que una de las recomendaciones que ellos iban a dar era que se definiera formalmente este tema, pero no fue así.  Entonces pensaron que de aquí a que se terminara esta evaluación, Corte iba a conocer el Reglamento, lo cual no sucedió y bueno estoy, estamos a la espera de esto. Ciertamente ellos insistieron en este tema y sí creo que hay que mejorar el reglamento y que el tema de establecer específicamente un apartado para esa interacción de los órganos de control, incluso no solo creo que con la Oficina de Control interno que sí aparece aspectos de coordinación, pero no tan específicos y me parece que la Contraloría sí quisiera ver eso de forma más específica.

Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez   31:42
Con el Reglamento de la auditoría se había hecho algo similar, para de una vez incorporar esto no solo la relación con Control Interno, sino también con el mismo Ministerio Público para ajustarlo, tal y como se había hecho con el de la Auditoría, yo lo que creo es que eso debe incorporarse de una vez en el Reglamento también.


Magistrada Patricia Solano Castro   32:52
Hacemos este ajuste y ya lo podemos incorporar en la propuesta antes de que se haga la discusión en Corte. Se puede socializar   entre nosotros y luego lo presentamos a Corte


Hugo Hernández Alfaro   34:08
Expone su apreciación sobre los 3 componentes funcionales en los que la Contraloría General de la República hace énfasis que son el de ambiente de control, el de valoración de riesgos y el de actividades de control. Es importante tener claro que se refiere a temas estrictamente relacionados con el riesgo de corrupción, esto quiere decir que todo lo demás riesgos no han sido objeto de cuestionamientos, en tanto los vieron, los analizaron y no hay nada malo que decir. El tema de corrupción ha sido tan importante en el Poder Judicial que Corte 
decidió crear una Comisión de Transparencia y la Oficina de Cumplimiento. Nosotros sacamos de los análisis que hace la Oficina de Control Interno, específicamente el tema corrupción para no confundir a la gente y también para evitar duplicidad, un aspecto que la Contraloría no hizo ver en su momento para no pedir lo mismo a nosotros y pedir lo mismo la Oficina de Cumplimiento y por eso, como dice doña Patricia, importantísimo ahora entonces ese acercamiento que debemos  tener y de hecho, en el portafolio de riesgos de la institución, que es el oficial, por llamarlo de alguna manera, que es el que hace la Oficina de Control Interno y aprueba Corte, tenemos 45 riesgos identificados para que las oficinas valoren y hay un apartado específico que antes era de corrupción, ahora hemos denominado, para evitar esa duplicidad, no invadir terrenos especializados como los que atiende ahora  la Oficina de Cumplimiento,  nos hemos denominado gestión de ética, pero que perfectamente a través de todos estos acercamientos, podríamos redefinir, incorporar, cambiar ese nombre y agregar algunos otros que puedan este venir a fortalecer el tema de la corrupción directamente en el portafolio de riesgos, que básicamente eso, porque si me parece muy importante tener presente y claridad que respecto a todos los demás riesgos, pues no presentaron en buena hora inconvenientes, gracias.



Magistrada Damaris Vargas Vásquez   37:06
Buenas tardes, doña Patricia.
En relación con ese tema, a mí me parece muy importante el planteamiento que se está haciendo, yo creo que nosotros como Comisión de Transparencia que coadyuva o articula con la oficina Cumplimiento de deberíamos enfocarnos mucho en la disposición de la Contraloría General que dice definir e implementar las acciones que permitan evaluar la política.
La política axiológica la política, justicia abierta y la política de integridad anticorrupción.
Me parece que ese sería un aporte importante que le demos al señor Presidente de la Corte, que es a quien van dirigidas estas recomendaciones para que pueda dar una respuesta oportuna.
Creo que nosotros deberíamos llevar una propuesta. Deberíamos de pedirle expresamente al despacho de la Presidencia que nos integre en esa reunión. Porque a mí me parece que las acciones que se tomen sobre el tema tienen que ser articuladas y muy especialmente entre la oficina Cumplimiento y la Oficina de Control Interno, porque precisamente ese es el hallazgo que encuentra la Contraloría. Creo que las acciones que se tomen tienen que ser coordinadas, creo que es importante escuchar a la Presidencia a ver cuál es la línea que lleva don Orlando en ese sentido y que también nos escuche, pues tanto a nosotros como a control interno, como a las otras oficinas que puedan estar involucradas, porque vean ustedes que también justicia abierta está involucrada y está involucrada la política axiológica, que está a cargo de de don Porfirio, yo también le acompaño en la Comisión de Ética, pero creo que  la visión tiene que ser integral, creo que eso que se está planteando de parte suya es muy bueno, es un intento por articulación de acciones, pero hay que escuchar la opinión del Presidente a ver si a él le parece que:

2) se deba articular acciones o, 
3)  bien pasar riesgos de corrupción a SEVRI directamente a la Oficina de Control Interno, que es la naturaleza de la Oficina respectivamente

Mi criterio serio: solicitar que nos convoquen a la citada reunión y ver cuál es el criterio del señor presidente de la Corte, porque es a él a quien le están dando traslado de las recomendaciones. Es importante hacer una lectura integral del documento. Además, en torno al tema de citar el Reglamento de la Oficina de Cumplimiento todavía no se puede citar como tal porque es un borrador que está en Corte Plena, que no se ha probado todavía, solicitar que se priorice el conocimiento del reglamento citado por parte de Corte. 


Magistrada Patricia Solano Castro   42:08
Muchas gracias doña Damaris, 1 de las propuestas de acuerdo que les decía al inicio era precisamente pedir expresamente que se  nos incluyeran en esa reunión porque la parte de la definición y actualización de los canales de comunicación y las acciones articuladas entre uno y otro. En el momento que se tienen porque la el cumplimiento normativo tiene unas directrices diferentes a lo que es exactamente control interno, vean que lo que tiene que ver con Cumplimiento tiene una gran cantidad de acciones y por eso en la política anticorrupción el 97% de las acciones son preventivas, solo un 3% son activas por eso es que en todas las instituciones, además de donde está este concepto de Cumplimiento, y esta Oficina precisamente es pionera y ha sido destacada incluso en las Naciones Unidas como una forma de concebir y de poder combatir la corrupción de manera diferente y pionera.
Hace mes y medio, me vino a visitar la procuradora de Colombia, precisamente para hablar de la Oficina de Cumplimiento de las diferencias y de las virtudes que tiene a diferencia de control interno. Por eso la dirección de planificación ubica en una posición diferente y al lado de la Presidencia a la Oficina de Cumplimiento precisamente por las labores que realiza.
Con relación al punto tercero, que son las actividades de control, estas son actividades propias de planificación, por eso es que nosotros hacemos la observación y yo la hice en ese sentido.  Las acciones vienen como acciones de control y este tipo de políticas precisamente van de la mano de la dirección de planificación. Por eso era que se pedía expresamente que la Comisión de Transparencia fuera invitada y precisamente por el portafolio de riesgos, la participación de la Comisión con la visión que se tiene del tema de corrupción, es necesario que esté incluida.

Allan Pow Hing Cordero    46:02
Muchas gracias doña Patricia, muy buenas tardes a todas y a todos en nosotros, como dirección de planificación, nos dimos a la tarea de revisar con detalles cada una de los hallazgos y observaciones que emitió el informe de la Contraloría y si quisiera señalar doña Patricia, que el año anterior la dirección de planificación había elaborado en modo borrador una propuesta que se llamaba “modelo de gestión de riesgos, Cumplimiento y anticorrupción del poder judicial” donde mostraba y acá tengo la finita por si ustedes lo tienen a bien, lo puedo compartir rápidamente donde se ven los diferentes niveles de comunicación e interacción que tendríamos a nivel de todo el poder judicial en cuanto a la gestión de los riesgos en el sentido de que, respetando las diferentes competencias que hoy día tiene la Oficina de Control Interno, la Oficina de Cumplimiento, así como el Ministerio Público, la Defensa Pública y el y el Organismo de Investigación Judicial, este modelito inclusive en su oportunidad tuvimos una reunión con la embajada de los Estados Unidos y se los mostramos de hacia dónde era que se iba a enrutar este tema.  Nosotros se los compartimos a la Oficina de Cumplimiento para que le sirviera insumo a la hora de diseñar el Modelo de Gobierno, Cumplimiento y Riesgos sin embargo, quisiera hacer nada más, tal vez ese recordatorio por si lo tienen a bien, nos ponemos a la disposición, tal vez para que ustedes puedan considerar esto como un insumo, porque creo que va más allá de lo que la Contraloría está pidiendo, no nos habla, sólo control interno y la Oficina Cumplimiento, sino de toda la institución con los programas, como decía anteriormente don  Luis Porfirio y Doña Damaris, el OIJ, el MP y defensa Pública.  Quisiera mencionar que  hoy día el Poder Judicial tiene acciones y planes anuales operativos definidos con relación al tema de corrupción, entonces tal vez acá sería solicitarle a don Hugo, desde la oficina de Control Interno, si fuese posible desde las  acciones definidas desde estas políticas, ver si las oficinas han realizado el análisis de los riesgos aplicando la metodología de SEVRI, que si bien es cierto no corresponde a la metodología anticorrupción, pero por lo menos ya existe algún grado de análisis preliminar desde el punto de vista de la metodología de riesgos institucionales en el sentido de que están haciéndolo a partir también de las acciones definidas en la política  corrupción, en la política de justicia abierta y la política axiológica de del Poder Judicial, ya es un es un estándar así establecido. ¿Entonces, tal vez con relación a esta recomendación que decía, establecer un plan anual operativo relacionado con conflicto de interés,?
Ya hoy día la institución lo hace y lo hace una manera mucho más amplia de lo que la Contraloría nos está exigiendo. El tercer elemento es con relación a la divulgación de la estructura organizacional, 
me parece a mí y, como propuesta, recordemos que esto ya está oficializado,
la estructura Cumplimiento, la estructura de control interno, está claramente establecida, pensaría que se podría pensar en reforzar la campaña de comunicación porque si no me equivoco me parece que esto ya se comunicó, es tal vez que ese tipo de evidencias, posiblemente durante la auditoría, este tipo de evidencias posiblemente no fueron aportadas.


Magistrada Patricia Solano Castro   50:07
Don Allan, todos los documentos, tanto lo que se les dijo del PAO y todos los documentos asociados de las acciones que realiza el Poder Judicial y que, como usted bien señala, van más allá de lo que la Contraloría señala, todos se les dijo y se les mandaron los documentos asociados de todas las acciones que hacemos, incluso de los temas de divulgación, por eso es que parte de la propuesta es volver a reforzar, esto ha estado a cargo de la Oficina de Planificación con gran suceso, porque durante todo el tiempo se le ha dado este divulgación a todas estas acciones, por eso es que la propuesta es reforzarlas nuevamente, porque ya lo habíamos hecho, pero todo lo del PAO, los riesgos que se pueden visibilizar dentro del SEVRI todas estas acciones y parte de lo que nos dicen se le hizo ver a la Contraloría, pero hicieron caso omiso y por eso es que en el punto tercero relacionado con lo que tiene que ver con las actividades de control,  señalamos que son actividades propias y que viene desarrollando la Dirección de Planificación y, es precisamente toda la construcción de este tipo de políticas que se han  venido este construyendo de la mano de la dirección de ustedes. 

  Allan Pow Hing Cordero 51:51

En relación a la última recomendación: La política inicia su implementación oficial a partir del año 2023 como un todo. A partir de este año, recibimos el informe de evaluación de parte de ustedes, el cual está siendo analizado por la Dirección de Planificación, sin embargo, si me llamó muy poderosamente la atención de que no existía una evaluación de las políticas axiológicas y la política de justicia abierta, porque nosotros de esas evaluaciones, si hemos realizado labor. 
Sí le podría decir que en al 30 junio estaríamos emitiendo el informe de evaluación oficial de todas estas políticas, lo cual daría ya por cumplido, por decirlo así, esta última recomendación que emite la Contraloría, eso a groso modo doña Patricia espero les sirva esta información de insumos. 

Magistrada Damaris Vargas Vásquez   53:16
Para comentarles que nosotros en la propuesta de SEVRI que planteamos para Corte Plena la trabajamos en forma coordinada con Planificación, Control Interno y Oficina de Cumplimiento, ya están incorporados los riesgos de corrupción en esa propuesta que ya aprobó el Consejo Consultivo, entonces quería contarles que ya tienen una visión integral institucional en tema de riesgos. 
Únicamente doña Patricia, mis disculpas, porque yo a las 2:00 de la tarde tengo otra reunión programada.

Magistrada Patricia Solano Castro   53:51
De acuerdo, y Don Luis Porfirio, también nos había dicho, don Randall Zuñiga, nos había pedido la palabra y no se la di, entonces tal vez si don Randall puede este hacer uso de la palabra para poderles dar respuesta a algunos de los temas y con ello, sí les pediría la propuesta que hicimos con los complementos que señaló en Luis Porfirio y la propuesta que hicimos de poder integrarnos a la reunión dado que es esta Comisión la que entre por materia, aunque sea en temas de control por los ejes transversales. 


Randall Zuñiga Palacios   54:47

Buenas tardes a todos y a todas, no rápidamente, tal vez lo quería nada más te comentar que el objeto de estudio de la auditoría que indicó la Contraria de  la República en realidad no estaba enfocado en ningún riesgo en específico. En realidad estaba enfocado en el sistema de control interno, como indica el tema de la prevención de la corrupción en el Poder Judicial. Lógicamente toca un componente dentro del sistema de control interno que es la parte de todo lo que es valoración de riesgo, entonces por eso es que se enfoca en esa dinámica y cómo integrar todo la valoración de riesgo, la metodología que ha venido desarrollando el Poder Judicial, la cual ellos lo analizaron y no indicaron ningún tipo de observación propiamente de la metodología integrada en todo el sistema institucional de valoración de riesgo, en este caso SEVRI, que hace el Poder Judicial, es en sí  el tema de la de la auditoría propiamente, ese componente.


Magistrada Patricia Solano Castro   55:43
Si el resto de los integrantes de la Comisión quieren hacer otra observación y si no les preguntaría si están de acuerdo en que se apruebe la propuesta y nos términos que se ha señalado este con las observaciones que hicieron una Magistrada Vargas y Don Luis Porfirio Magistrada Vargas.
Doña Damaris.


Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez   56:23
Si yo estoy de acuerdo

Patricia Solano Castro   56:53
El resto de los integrantes les pregunto si están de acuerdo con la propuesta que les habíamos señalado, si tienen doña Siria, Don Juan Carlos.


Siria Carmona Castro   57:14
De acuerdo, doña Patricia.

Patricia Solano Castro   57:16
Doña Estrellita.

Estrellita Orellana Guevara   57:18
De acuerdo, doña Patricia.

Patricia Solano Castro   57:20
Don Hugo.

Hugo Hernández Alfaro   57:22
sí Señora.

Patricia Solano Castro   57:24
Don Omar.

Omar Brenes Campos   57:27
Buenas tardes.
Sí, representación de don Randall Zuñiga, director del OIJ  
Este estamos de acuerdo.

Patricia Solano Castro   57:33
Sí, doña Kenia.

Kenia Alvarado Villalobos   57:39
Sí, señora.


Patricia Solano Castro   57:49
Dejamos el acuerdo en firme para mandarle la respuesta al señor presidente y también hacerla de conocimiento de Corte Plena sobre estas acciones.  Muchas gracias








Se acordó artículo 1: 
1) [bookmark: _Hlk168896677]Solicitar a la Presidencia que convoque a la Comisión de Transparencia a la reunión del 18 de junio como parte del grupo de trabajo para conocer y dar respuesta a la Contraloría General sobre la auditoría especial “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, dado que la Comisión es la encargada institucional del tema de corrupción, entonces una cosa es que se construye el portafolio y en esto podríamos hacer una serie de aportes necesarios para poder realizar esta acción de manera articulada y según los lineamientos institucionales.

2) Acoger las propuestas planteadas en los siguientes términos:  

a) Punto uno Sobre el componente uno: Ambiente de Control: 

1.- crear un repositorio compartido entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento que se nutra de los acuerdos tanto de la Comisión de Transparencia como de los informes que brinden a ambas oficinas, que tiene que ver con temas de corrupción. Los responsables serían 
La Oficina de Cumplimiento, la Oficina de Control Interno y TI, porque se requiere de la participación de la dirección de tecnología para poder crear este repositorio para compartir el informe.  

2.-  Que se disponga una sesión de trabajo trimestral entre Control Interno y la Oficina de Cumplimiento para retroalimentarse, compartir los informes y los hallazgos más importantes,  
temas que son comunes sobre riesgos.
Siendo los responsables tanto la Oficina de Control Interno como la Oficina de Cumplimiento, y esta Comisión supervisaría estas sesiones de trabajo porque nos estaría llegando el producto de esas reuniones de interacción, para poder dar un seguimiento sobre el cumplimiento de los objetivos y de las recomendaciones de la Contraloría y de forma paralela  desde la Comisión podemos dar el seguimiento que interesa a los temas de corrupción. 

3.- Como tercera propuesta que al borrador del Reglamento de la Oficina de Cumplimiento se le debe agregar precisamente estos canales y estos puntos de interacción entre ambas oficinas como una de las acciones o de las coordinaciones que deben llevar a cabo estás oficinas.


b) Punto dos Sobre el componente dos: valoración de Riesgo: 

1.- Reiterar la campaña sobre la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial.

2.- Hacer énfasis en la estructura de ejecución de los objetivos de la Política, cómo se ejecutan por ejemplo, puede ser una infografía. Los responsables serían:   La Oficina de Cumplimiento, la Oficina de Control interno, la Dirección de Planificación por un tema de divulgación, también Prensa y Comunicación y esta Comisión, como encargada precisamente del tema anticorrupción y de darle el seguimiento a las políticas.

3.- construir en el SEVRI un riesgo de conflicto de interés para que sea analizado por las oficinas a través del PAO, como fue recomendado por la Auditoría a la Comisión.  Los responsables serían: Control Interno, la Oficina de Cumplimiento y esta misma Comisión, como supervisora de ver que el SEVRI se construya en ese sentido y que pueda darnos mayores alertas a efecto de poder visibilizar riesgos de corrupción institucional.


4.- La actualización del portafolio de los riesgos institucionales para revisar, complementar, clasificar los riesgos institucionales y ponerlos a disposición de las oficinas.

5.- Construir una capacitación conjunta sobre el uso de este portafolio.
Para definir los responsables se deberá solicitar a las oficinas que al menos trabajen un riesgo de cada categoría. Coordinación con la Oficina de Control Interno, STEV, Continuidad del Servicio, DTI -riesgo tecnológico-, Inspección Judicial, Auditoría y también estaría inmiscuida esta misma Comisión.
Básicamente se indica como debilidad que había poca comunicación entre Control Interno y la Oficina de Cumplimiento y la visibilizarían por medio del SEVRI. Nosotros tenemos que ver que precisamente en este portafolio de riesgos institucionales, necesariamente debe estar dentro del grupo de trabajo la Comisión de Transparencia o al menos alguno de los integrantes de la Comisión, además de la Oficina de Cumplimiento, porque en esta actualización en esta construcción de los portafolios de riesgos, este si se está incluyendo una parte de lo que tiene que ver corrupción.

c) Punto tres Sobre el componente tres: 

1.- Redactar y socializar entre los Integrantes de la Comisión de Transparencia la modificación al Reglamento de la Oficina de Cumplimiento. En dicha modificación se contemplarán los artículos donde se establezca la interacción de los órganos de control. Posterior a su socialización y aprobación se remitirá a Corte para su inclusión. 


Se declara acuerdo firme

 

	
	

Finaliza la actividad a las 14: 03  horas. 
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Señora Magistrada Solano



Coordinadora de la Comisión de Transparencia 



Reciba un cordial saludo. 



 



Como es de su conocimiento, la Contraloría General de la República finalizó la auditoría especial “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, en la que se imiten una serie de recomendación de mejora en el sistema de control interno -SEVRI. 



 



Derivado del informe, la Presidencia de Corte, ha convocado a la Vicepresidencia, Oficina de Cumplimiento, a la STEV, a la Dirección de Planificación, CONAMAJ, Prensa y Comunicación, Oficina de Control Interno y Alonso Mata, a una sesión de trabajo para establecer la hoja de ruta para implementar las recomendaciones. 



 



Para atender esta convocatoria, considero importante conocer el pronunciamiento de la Comisión de Transparencia a efectos de que sus insumos sean aportados a esta mesa de trabajo. 



 



No omito indicar que la fecha de la reunión convocada por Presidencia es el próximo 18 de junio, por lo que los insumos de la Comisión de Transparencia deberían tenerse antes de esa fecha. 



 



Atentamente;



 







 



De: Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 29 de mayo de 2024 16:08
Para: Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Convocatoria a reunión para establecimiento de la metodología de trabajo// ref 82-2024 



 



Para conocimiento



 



De: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 29 de mayo de 2024 14:30
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Control Interno <controlinterno@Poder-Judicial.go.cr>; Comision de Ética y Valores del Poder Judicial - Secretaría Técnica de Ética y Valores <eticayvalores@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr>; CONAMAJ-Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia <conamaj@Poder-Judicial.go.cr>; Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional <depto_prensa@Poder-Judicial.go.cr>; Alonso Mata Blanco <amatab@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Paula Jiménez Rodríguez <pjimenezr@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Convocatoria a reunión para establecimiento de la metodología de trabajo// ref 82-2024 



 



Estimadas Señoras:



Estimados Señores:



 



Con instrucciones del señor Presidente, don Orlando Aguirre Gómez, me dirijo a ustedes para convocarles a una reunión el martes 18 de junio de 2024 a las 3:00 pm. En la oficina 504, para establecer la metodología de trabajo que permita dar cumplimiento a las disposiciones del “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial” (documento adjunto) emitido por la Contraloría General de la República. 



 



Atentamente, 



 



 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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Resumen Ejecutivo
¿QUÉ EXAMINAMOS?
La auditoría tuvo como objetivo determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un
Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco
normativo aplicable. Al respecto, se analizaron los componentes funcionales de dicho sistema
para prevención de la corrupción, a saber: ambiente de control, valoración de riesgos,
actividades de control, sistemas de información y seguimiento. Lo anterior, durante el periodo
comprendido entre el 1° de enero de 2022 y 31 de diciembre de 2023.



¿POR QUÉ ES IMPORTANTE?
La corrupción es un factor que contribuye al debilitamiento de la confianza de los ciudadanos en
las instituciones públicas. Costa Rica aparece en los puestos 48 (año 2022) y 45 (año 2023) del
índice de percepción de corrupción mientras que en el Barómetro Global de la Corrupción en1



América Latina y el Caribe 2019 se refleja que sólo el 27% de las personas manifiestan2



confianza en los tribunales. Por ello es relevante que el Poder Judicial cuente con un Sistema de
Control Interno institucional que potencie la prevención de la corrupción, disminuyendo la
vulnerabilidad institucional y reduciendo sus niveles de susceptibilidad, de modo que promueva
una operación transparente de las funciones públicas, con énfasis en la protección y
conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico.



¿QUÉ ENCONTRAMOS?
Se determinó que el Poder Judicial cumple de manera parcial con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, de conformidad con los
aspectos que se establecen en el marco normativo aplicable, ya que si bien se observaron
resultados positivos en cuanto a los componentes de sistemas de información y seguimiento del
Sistema de Control Interno, se identificaron debilidades en los componentes de ambiente de
control, valoración de riesgos y actividades de control que limitan contar con un Sistema de
Control Interno institucional sólido, direccionado al cumplimiento de sus objetivos y que potencie
la prevención de la corrupción.
Con respecto al ambiente de control, el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones para la prevención de la corrupción y ha diseñado instrumentos orientadores para la
definición de la estructura y la estrategia en esa materia. Sin embargo, se identificó una débil
coordinación y comunicación entre las instancias competentes, sean la Oficina de Control



2 Los resultados de dicho instrumento elaborado por Transparencia Internacional, pueden ser consultados
en el presente enlace.



1 El índice de percepción de la corrupción es elaborado por Transparencia Internacional y clasifica a 180
países y territorios de todo el mundo según sus niveles percibidos de corrupción en el sector público . Los
resultados se muestran en una escala de 0 (muy corrupto) a 100 (muy limpio).



- 3 -





https://www.transparency.org/es/publications/global-corruption-barometer-latin-america-and-the-caribbean-2019


https://www.transparency.org/en/cpi/2022


https://www.transparency.org/en/news/how-cpi-scores-are-calculated








Interno y la Oficina de Cumplimiento, particularmente, en la ejecución de acciones conjuntas
para realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, pues no cuentan con una
definición de canales de comunicación, aspectos de coordinación indispensable ni puntos de
interacción, que conjugue los esfuerzos y potencie las relaciones en dicha materia.



Se determinó también que la valoración de riesgos de corrupción se realiza de forma
separada del SEVRI-PJ, por lo que no permite identificar el nivel de riesgo de corrupción
institucional, tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento. Además, como parte de las
actividades de control para la prevención de la corrupción el Poder Judicial emitió la Política de
Integridad y Anticorrupción, la Política Axiológica y la Política de Justicia Abierta, y sus
respectivos planes de acción vinculados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024. Sin
embargo, los rectores de dichas políticas no han evaluado la efectividad de los resultados, con el
objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y recomendaciones para la corrección,
eficiencia y mejora continua del Sistema de Control Interno, a pesar de que existe una
metodología para ello.



¿QUÉ SIGUE?
Se giran disposiciones al Presidente de la Corte Suprema de Justicia para definir e implementar
los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de
interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento para ejecutar
acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción, así como
divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del fenómeno
de la corrupción, que contenga la clarificación de los instrumentos estratégicos y operativos, las
instancias responsables, sus roles y competencias. Asimismo, definir e implementar las acciones
para que en el SEVRI-PJ se integre la gestión de riesgos de corrupción; así como para evaluar
las políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de esas políticas, son efectivos en la
prevención de la corrupción.
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DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA
ÁREA DE FISCALIZACIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA GOBERNANZA



INFORME DE AUDITORÍA ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE
CONTROL INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER



JUDICIAL



1. INTRODUCCIÓN



ORIGEN DE LA AUDITORÍA



1.1. La Auditoría se fundamenta en las competencias que le confieren a la Contraloría General
de la República los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, así como los artículos
17, 21 y 37 de su Ley Orgánica n.° 7428, en cumplimiento de los objetivos de mediano
plazo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa (DFOE), y del plan anual
operativo del Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza.



1.2. La prevención de la corrupción en la función pública tiene como propósito evitar
actuaciones contrarias a la ética, la integridad y las normas; promover el buen uso de los
recursos y la prestación eficiente de los servicios públicos en procura del bienestar
ciudadano .3



1.3. De ahí que, el Sistema de Control Interno (SCI) para la prevención de la corrupción
contribuye al fortalecimiento de la gestión institucional, mediante el diseño e
implementación de medidas y controles que favorezcan su operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos que enfrenta la organización. A su vez permite
a las instituciones disponer de mecanismos que aseguren la ejecución oportuna de las
acciones necesarias para prestar de forma continua los servicios que la sociedad
requiere. Así las cosas, el adecuado funcionamiento del Sistema de Control Interno para
la prevención de la corrupción reduce los niveles de susceptibilidad, por lo que la
implementación y mejora continua de cada uno de sus componentes, permitirá el
fortalecimiento de la capacidad institucional y la disminución de la vulnerabilidad a la
corrupción.



1.4. En virtud de lo anterior, la Contraloría General de la República, a partir del desafío 4 del
Plan Estratégico Institucional (PEI) 2021-2024 relativo a la prevención de la corrupción,
considera relevante fiscalizar el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial, a efectos de generar valor público
orientado a fortalecer la gestión institucional, así como incidir en el nivel de susceptibilidad
de la institución ante la ocurrencia de posibles riesgos de corrupción.



3 CGR. Transparencia para la eficiencia y la prevención de la corrupción. Memoria Anual 2019. Pág. 5-21.
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OBJETIVO GENERAL



1.5. Determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco normativo
aplicable.



ALCANCE



1.6. La auditoría comprendió el análisis de las acciones realizadas por el Poder Judicial en el
marco del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de
la corrupción, considerando sus componentes funcionales, a saber: ambiente de control
orientado a la prevención de la corrupción, valoración de riesgos de corrupción,
actividades de control para la prevención de la corrupción, sistemas de información para
la prevención de la corrupción y seguimiento del Sistema de Control Interno para la
prevención de la corrupción. El periodo de análisis comprendió del 1° de enero de 2022 al
31 de diciembre de 2023.



CRITERIOS DE AUDITORÍA



1.7. Los criterios de auditoría se presentaron el 15 de noviembre de 2023, en una sesión
virtual utilizando la herramienta de Google Meet a Roger Mata Brenes, Director del
Despacho de la Presidencia; Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento; Randall
Zúñiga Palacios, Delegado de Cumplimiento; Juan Carlos Sebiani Serrano, Jefe de la
Secretaría Técnica de Ética y Valores; Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de
Control Interno y Roy Díaz Chavarría, Subauditor. Dichos criterios fueron comunicados
formalmente mediante oficio n.° DFOE-GOB-0485(16386) del 14 de noviembre de 2023.



METODOLOGÍA APLICADA



1.8. La auditoría se realizó de conformidad con las Normas Generales de Auditoría para el
Sector Público, con el Manual General de Fiscalización Integral de la CGR, el
Procedimiento de Auditoría vigente, establecido por la DFOE, que está basado en la
ISSAI 100: Principios Fundamentales de Auditoría del Sector Público, y los principios de
la ISSAI 400: Principios de la Auditoría de Cumplimiento de las Normas Internacionales de
las Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI por sus siglas en inglés).



1.9. Para el desarrollo de esta auditoría se utilizó la información suministrada en las
entrevistas, reuniones y consultas planteadas por escrito al Presidente de la Corte
Suprema de Justicia, así como a personas funcionarias de la Oficina de Control Interno y
la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial.



1.10. Asimismo, para determinar si el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial es conforme a lo dispuesto en el
marco normativo, se aplicó una matriz de cumplimiento que consideró el análisis de los
componentes del Sistema, a saber: ambiente de control orientado a la prevención de la



- 6 -











corrupción, valoración de riesgos de corrupción, actividades de control para la prevención
de la corrupción, sistemas de información para la prevención de la corrupción y
seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, a partir de
los criterios determinados (Ver imagen n.° 1).



1.11. También, se aplicó un formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales4
de los tres ámbitos del Poder Judicial , con el fin de consultar sobre aspectos5



relacionados con las actividades de control diseñadas e implementadas por el Poder
Judicial para la prevención de la corrupción. Para la definición de dicha muestra se aplicó
un muestreo probabilístico, el cual tomó en consideración el tamaño de la población total
de 13.228 personas funcionarias judiciales, bajo la técnica de muestreo irrestricto
aleatorio para variables dicotómicas; así como un nivel de confianza del 95%, una tasa de
5% de error esperado y una tasa de no respuesta esperada de 20% .6



1.12. Adicionalmente, el día 19 de diciembre de 2023, la Contraloría General desarrolló un taller
de forma virtual, en el cual participaron personas funcionarias de distintas oficinas y
despachos judiciales . El taller tuvo como objetivo facilitar un espacio de conversación en7



torno al Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción en el Poder
Judicial, de cuyos resultados se generó un intercambio de información y el conocimiento
e identificación de posibles problemas.



ASPECTOS POSITIVOS QUE FAVORECIERON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA



1.13. Las personas funcionarias judiciales del Despacho de la Presidencia, Oficina de
Cumplimiento y Oficina de Control Interno participaron de forma activa en las reuniones
sostenidas, además, contribuyeron significativamente al asegurar las entregas de
información de forma oportuna.



1.14. También, la participación activa y constructiva de las personas en el taller, propició un
intercambio de información y conocimiento y al mismo tiempo permitió realizar un proceso



7 Oficina de Cumplimiento, Oficina de Control Interno, Secretaría Técnica de Ética y Valores y
Subcomisiones de ética y valores de Alajuela, Goicochea, Limón y Golfito. Además, jefaturas y
coordinadores de la Dirección de Planificación; Dirección General; Fiscalía General; Organismo de
Investigación Judicial; Centro de apoyo, coordinación y mejoramiento de la función jurisdiccional; Tribunal
de Familia; Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela; Sección de Administración Salarial de la
Dirección de Gestión Humana; Fiscalia Adjunta Contra la Trata de Personas y Trafico Ilícito de Migrantes;
Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José; Tribunal de Heredia y Juzgado Penal
Juvenil de Heredia. Las personas funcionarias fueron seleccionadas de forma aleatoria, mediante la
aplicación del muestreo por auditoría, con un nivel de confianza del 95% y una tasa de error tolerable de
15%.



6 Significa que del total de la muestra inicial (384 personas funcionarias judiciales), se adiciona un 20%
considerando que podrían haber personas que por diversas razones no contestarían el formulario).



5 85 del Ámbito Administrativo, 203 del Ámbito Auxiliar de Justicia y 160 del Ámbito Jurisdiccional.



4 De un total de 13.228 personas funcionarias judiciales al 05 de diciembre de 2023. La base de datos fue
suministrada por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, mediante oficio n.°
PJ-DGH-0707-2023 del 06 de diciembre de 2023.
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productivo, que estimuló a las personas participantes a actuar para construir productos de
valor para la auditoría y para el tema de estudio.



LIMITACIONES QUE AFECTARON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA



1.15. En la ejecución de las pruebas de auditoría en las cuales se requirió la remisión de un
formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, no se obtuvo la
totalidad de respuestas. Así, 193 personas no respondieron el formulario, pese a los
diversos recordatorios enviados por la Contraloría General y la Dirección de Gestión
Humana del Poder Judicial.



GENERALIDADES ACERCA DEL OBJETO AUDITADO



1.16. El Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función
Pública, n.° 32333 define la acción de prevenir la corrupción como el conjunto de
estrategias, tácticas y acciones a realizar con la finalidad de evitar actos de corrupción, los
conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos, así
como el establecimiento de medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos
informar sobre los actos de corrupción de los que tenga conocimiento y para instruirlos en
la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus
actividades .8



1.17. Al respecto, reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas y
crear instituciones eficaces y transparentes son dos de las metas asociadas a uno de los
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU): el ODS 16 Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas.



1.18. Es así como, en Costa Rica, las instituciones públicas desempeñan un rol importante en la
consecución del ODS 16, de manera que la prevención de la corrupción se sustente en
acciones orientadas a crear una cultura institucional y normas para la prevención,
fortalecer los procesos de rendición de cuentas, la participación ciudadana y el acceso a
la información, e implementar acciones de control para prevención de la corrupción.



1.19. En ese contexto, es indispensable contar con un Sistema de Control Interno institucional
sólido y direccionado al cumplimiento de sus objetivos, entre ellos principalmente el de
protección y conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento
jurídico y técnico, pues ello permitirá un menor nivel de susceptibilidad institucional a9



riesgos de corrupción y potencializar fortalezas para hacerles frente mediante la
implementación de medidas y controles que favorezcan la operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos.



9 Fragilidad interna de las instituciones para responder ante las amenazas y su posible impacto.



8 Artículo 1, inciso 1 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la
Función Pública, Decreto Ejecutivo n.° 32333.
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1.20. En particular, se requiere el diseño e implementación de un ambiente de control que
potencie factores organizacionales para propiciar una gestión institucional orientada al
logro de los objetivos para prevenir la corrupción; una valoración de riesgos de
corrupción que contenga en el SEVRI todos los riesgos institucionales, incluidos los de
corrupción, y así permita identificar de forma precisa el nivel de riesgo de corrupción
institucional, gestionarlo y darle seguimiento; actividades de control que mediante
políticas, procedimientos y mecanismos aseguran la operación del Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción; sistemas de información que contribuya a la
toma de decisiones, la comunicación interna y externa, la transparencia y la rendición de
cuentas; así como actividades de seguimiento permanentes y oportunas para valorar la
calidad del funcionamiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la
corrupción. En la siguiente imagen se muestra la definición de los componentes
funcionales del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, señalados
anteriormente:



Imagen n.° 1
Componentes funcionales del Sistema de Control Interno



para la prevención de la corrupción



Fuente: Elaboración propia con base en la Ley General de Control Interno, n.° 8292.



1.21. Por su parte, el Poder Judicial cuenta con el Plan Estratégico Institucional (PEI)
2019-2024 . Este Plan prevé entre los principales objetivos estratégicos recuperar la10



“Confianza y probidad en la justicia”, mediante cinco líneas estratégicas de trabajo, a
saber: a) transparencia y rendición de cuentas, b) probidad y anticorrupción, c)
colaboración interna y externa, d) comunicación y proyección institucional, y e)
participación ciudadana. La articulación de estas se realiza mediante el “diseño de
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial”.



1.22. Además, ha diseñado distintos instrumentos orientadores para la definición de la
estructura organizacional orientada a promover y fortalecer una cultura de prevención de



10 Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 56-2018 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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la corrupción, así como de la estrategia institucional que guían el quehacer en esa
materia, a saber: el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial (SEVRI-PJ) , el Modelo de Gestión de Riesgos11



Estratégicos , la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de12



Acción y el Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial .13 14



COMUNICACIÓN PRELIMINAR DE LOS RESULTADOS DE LA AUDITORÍA



1.23. La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones
producto de la auditoría a la que alude el presente informe, se efectuó de forma virtual el
11 de abril de 2024, actividad convocada mediante el oficio n.° 06070 (DFOE-GOB-0182)
de 8 de abril del año en curso, dirigido al señor Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la
Corte Suprema de Justicia, en el cual se adjuntó el borrador del informe con el propósito
de que formularan y remitieran a la Gerencia del Área de Fiscalización para el Desarrollo
de la Gobernanza, las observaciones y el sustento documental que consideraran
pertinentes sobre su contenido.



1.24. Se contó con la presencia de los siguientes funcionarios: Jorge Morales Ramírez del
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia; Kennia Alvarado Villalobos,
Oficial de Cumplimiento; Randall Zúñiga Palacios, Delegado de cumplimiento; Juan Carlos
Brenes Azofeifa de la Oficina de Control Interno y Roberth García González, Auditor
Interno, todos funcionarios (as) del Poder Judicial.



1.25. Al respecto, se recibió el oficio n.° 152-P-2024 de 19 de abril de 2024 suscrito por el señor
Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de
Justicia, con algunas observaciones sobre el mencionado borrador de informe.



1.26. Con posterioridad se comunicó el oficio n.° DFOE-GOB-0264 (08610)-2024 del 24 de
mayo de 2024, remitido al Presidente de la Corte Suprema de Justicia en atención a las
observaciones planteadas.



SIGLAS Y ABREVIATURAS



1.27. Para la lectura de este informe, considere las siglas enunciadas en el cuadro siguiente:



Siglas /
Abreviaturas



Significado



CGR Contraloría General de la República



14 Conocido por el Consejo Superior en la sesión n.° 108-22 del 8 de diciembre de 2022, artículo LXI.
13 Aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 59-2022 del 21 de noviembre de 2022.



12 Se origina en el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 20-19 del 5 de marzo del
2019, artículo XLIX y la Corte Plena en la sesión n.° 50-2020 del 7 de septiembre del 2020, art. XVIII.



11 Elaborado por la Oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior en la sesión n.° 37-19
del 30 de abril de 2019, artículo LXXXVIII, el cual sirvió de base para la elaboración de la propuesta del
Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos.
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DFOE División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la CGR



LGCI Ley General de Control Interno



OC Oficina de Cumplimiento



OCI Oficia de Control Interno



PAO Plan Anual Operativo



PEI Plan Estratégico Institucional



SCI Sistema de Control Interno



SEVRI Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional



UPI Unidades de Planificación Institucional



2. RESULTADOS
DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO PARA LA
PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN EN EL PODER JUDICIAL



Ambiente de control orientado a la prevención de la corrupción
2.1. De acuerdo con las Normas de Control Interno para el



Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) , el ambiente de15



control comprende el conjunto de factores
organizacionales que propician una actitud positiva y de
apoyo al Sistema de Control Interno (SCI) y a una
gestión institucional que permita una rendición de
cuentas efectiva . Además, es considerado como uno16



de los principales componentes del control interno, dado
que responde al comportamiento y a la cultura
organizacional de la institución, los cuales resultan
factores claves para prevenir y detectar actos de
corrupción en la institución.



2.2. Para evaluar este componente se consideraron los
factores organizacionales que se describen en la figura
adjunta.



16 Numeral 2.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
15 Publicadas en La Gaceta n.° 26 del 6 de febrero de 2009.



- 11 -











2.3. Respecto de los factores de objetivos estratégicos y el de ética institucional, es
responsabilidad del jerarca y los titulares subordinados el ejercicio y la promoción de la
integridad y de los valores éticos en la organización a través de procesos de mejora del
SCI. Además, la prevención de la corrupción debe vincularse con el proceso de
planificación institucional que considere entre otros aspectos objetivos, metas, e
indicadores de desempeño establecidos con base en un conocimiento del ambiente
interno y externo y de los riesgos correspondientes. La existencia y claridad de estos
aspectos resulta indispensable para que las actividades administrativas se sujeten a ellos
y les den cumplimiento.17



2.4. Sumado a ello, la Metodología para el diseño de estrategia institucional enfocada en la
creación de valor público , define la estrategia organizacional como el conjunto de18



acciones (intervenciones) interrelacionadas sistemáticamente que coadyuvan a una
adecuada toma de decisiones, que se ejecutan por parte de la institución, para alcanzar
los mejores resultados posibles que impacten el bienestar de una determinada población,
ya sean usuarios específicos o la ciudadanía en general.



2.5. En lo que corresponde al factor de capacitación e inducción continua la Ley Marco de
Empleo Público, n.° 10159 en su artículo 23, señala que dentro de los postulados rectores
que orientan los procesos de formación y capacitación, se encuentra el de la formación
destinada a garantizar los aprendizajes individuales y colectivos necesarios para el logro
de los objetivos institucionales, desarrollando las competencias de las personas para
concientizar sobre los riesgos de corrupción inherentes a su desempeño.



2.6. Finalmente, sobre el factor de estructura acorde con las necesidades y dinámicas
instituciones, el marco normativo establece que es responsabilidad del jerarca y los
titulares subordinados su establecimiento, la cual debe expresar de forma clara las
relaciones de jerarquía, asignar autoridad y responsabilidad de los funcionarios, fijar las
líneas de dependencia y coordinación, así como la relación con otros elementos que
conforman la institución y los canales adecuados de comunicación para que toda la
estructura funcione correctamente.19



2.7. En complemento de lo anterior, la Administración debe documentar, mantener
actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los procedimientos en donde
se establezca la estructura y los aspectos antes indicados .20



2.8. De la revisión efectuada, en cuanto a los objetivos estratégicos para direccionar a la
institución a la prevención de la corrupción, se evidenció que la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia, se encuentra alineada al Plan



20 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 15, inciso b), punto i.



19 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, incisos c), d) y Normas de Control Interno para el
Sector Público, 2.1, inciso d), 2.5, 2.5.1.



18 Del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, pág 8, 2019.



17 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, inciso a), Normas de Control Interno para el Sector
Público, 2.3, 2.3.1, 2.3.2, 2.3.3, 3.3 y Dictamen C-335-2003 del 28 de octubre de 2003 de la Procuraduría
General de la República.
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Estratégico Institucional (PEI) 2019-2024 . Al respecto, el Poder Judicial definió el “Tema21



estratégico 2: Confianza y probidad en la justicia”, cuyo objetivo es fortalecer la confianza
de la sociedad con probidad en el servicio de justicia, para contribuir con el desarrollo
integral y sostenible del país. Además, como parte de ese eje estratégico se estableció
entre otras, la acción estratégica de “Probidad y anticorrupción”, con el objetivo de diseñar
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial.



2.9. Por su parte, en lo correspondiente a la ética institucional se evidenció que el Poder
Judicial estableció y divulgó factores tales como la visión, misión y los valores
institucionales ; así como el Código de Ética Judicial , orientados a la promoción y el22 23



fortalecimiento de la ética. A su vez, en el 2023 el Subproceso de Ambiente Laboral24
incorporó en los estudios de ambiente laboral ítems relacionados con la ética, los valores
y los conflictos de interés.



2.10. En relación con los programas de inducción y capacitación, para el fortalecimiento de
la competencia ética y la prevención de la corrupción en el personal judicial, el Poder
Judicial ha desarrollado diversas capacitaciones en temas relativos a la integridad,
conflictos de interés, ética y anticorrupción (el detalle de las capacitaciones se muestra en
el anexo 1). También, ha implementado campañas de divulgación y ha sensibilizado al
personal judicial en dichos temas.



2.11. Asimismo, a partir del análisis de los resultados obtenidos del formulario sobre las
actividades de control para la prevención de la corrupción, aplicado por el Órgano
Contralor a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, se observó que el
68,63% (175) de las 255 personas que respondieron dicho formulario han recibido al
menos una capacitación sobre actividades de control. Al respecto, el 51,37% (131)
personas manifestaron haber recibido capacitación sobre la Regulación para la
prevención, identificación y la gestión de conflictos de interés; un 33,33% (85) acerca de
la Política Axiológica, un 18,43% (47) sobre la Política de Integridad y Anticorrupción y un
9,01% (23) en la Política de Justicia Abierta.



2.12. Ahora bien, en lo que respecta al factor de estructura, el Poder Judicial cuenta con varias
instancias, que de acuerdo con las responsabilidades asignadas al momento de su
creación, así como en instrumentos posteriores , tienen funciones vinculadas con la25



prevención de la corrupción, dentro de las cuales se encuentran:



25 Por ejemplo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de Acción.



24 Oficina adscrita a la Dirección de Gestión Humana y responsable de los estudios de ambiente laboral
en las oficinas judiciales.



23 La última versión fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 44 del 21 de octubre de 2019,
artículo 18. Disponible en el sitio web de la institución.
https://eticayvalores.poder-judicial.go.cr/index.php/codigo-de-etica



22 Disponibles en el siti web de la institucion:
https://pj.poder-judicial.go.cr/index.php/informacion-institucional/vision-mision-y-valores-del-poder-judicial



21 Mediante boletines de la Dirección de Planificación del Poder Judicial se comunican a las personas
funcionarias judiciales los avances del PEI y los temas estratégicos de la institución.
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● La Oficina de Control Interno , órgano responsable de la rectoría, el monitoreo,26



seguimiento y evaluación de los resultados que genera el Modelo de Gestión de
Riesgos Estratégicos ; a su vez es la encargada de asesorar al jerarca institucional27



y al Consejo Superior, en materia de control interno y gestión integral de riesgo; así
como formar y asesorar a los equipos de gestión de riesgos en los despachos y
oficinas judiciales del país, utilizando el marco orientador y la metodología del
SEVRI-PJ, entre otras funciones.



● La Oficina de Cumplimiento , que como parte de la gestión de la integridad judicial,28



cuenta con un mecanismo con enfoque preventivo, la cual se ocupa de la gestión
del riesgo de corrupción, a través de la identificación de amenazas provenientes de
la corrupción, fraude interno, las faltas a la ética y probidad, así como su prevención
y control, a partir de la implementación del “Modelo para la Gestión de Riesgos de
Corrupción en el Poder Judicial”, entre otras funciones.



● La Secretaría Técnica de Ética y Valores , orienta, asesora, recomienda y dicta29



políticas y directrices en materia ética y axiológica en el Poder Judicial. Asimismo,
tiene a cargo el diseño, implementación y seguimiento del Sistema de Gestión Ética
Institucional.



● Instancias ejecutoras, que son las dependencias del Poder Judicial a quienes
corresponde implementar las acciones para prevenir la corrupción.



2.13. Particularmente, la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial establece la
adopción de prácticas para fortalecer la gestión judicial y fortalecer una cultura de
integridad, y en el plan de acción de la misma, se identifican los responsables y las
relaciones de coordinación para cada acción a implementar. Adicionalmente, mediante
oficio n.° 152-P-2024 del 19 de abril de 2024, el Poder Judicial indica las dependencias
organizativas responsables de cada área temática de la Política bajo mención, lo cual
evidencia que cuenta con la definición de las relaciones jerárquicas y líneas de
dependencia y coordinación de las instancias que tienen funciones asignadas en la
materia.



2.14. Sin embargo, como resultado de las entrevistas, el taller desarrollado por la Contraloría
General el 19 de diciembre de 2023 y el formulario sobre actividades de control para la
prevención de la corrupción aplicado por el Órgano Contralor a 255 personas funcionarios
judiciales, se identificó una débil coordinación y comunicación entre las instancias que



29 Creada por acuerdo de Corte Plena en la sesión n.° 18-2006 del 3 de abril del 2006, artículo II.



28 Adscrita a la Comisión de Transparencia. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 09-2019 del
4 de marzo de 2019, artículo XX.



27 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113). El modelo es
parte de un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica del Poder Judicial, su alcance se
encuentra enfocado en la gestión de riesgos estratégicos de la institución con base en la metodología
SEVRI.



26 Adscrita al Consejo Superior. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión 10-2006 del 29 mayo de
2006, artículo XXXIX.
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poseen funciones vinculadas con la prevención de la corrupción, y tienen a su cargo no
solo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, sino también los demás
instrumentos en la materia. Particularmente, no se cuenta con acciones conjuntas para
realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, que involucra las etapas de
identificación, análisis, evaluación, administración y seguimiento.



2.15. Adicionalmente, los resultados del formulario aplicado mostraron que un 83,53% (213) de
las 255 personas funcionarias judiciales que respondieron el formulario, manifestaron que
no conocían las instancias encargadas de promover y fortalecer una cultura institucional
dirigida a la prevención de la corrupción en el Poder Judicial, y el 16,47% (42) personas, a
pesar de que señalaron que conocen alguna instancia, no tienen claro la función para la
cual fueron creadas.



2.16. La debilidad encontrada obedece a que la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento no han definido canales de comunicación, aspectos de coordinación
indispensable, y puntos de interacción de las instancias, que conjugue los esfuerzos y
potencie las relaciones entre dichas instancias en materia de gestión de riesgos de
corrupción, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto
contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y
de una cultura anticorrupción.



2.17. También obedece a que, el Reglamento de Funcionamiento de la Oficina de Cuplimiento
se encuentra pendiente de aprobación por parte de la Corte Plena, mientras que en el
caso de la Oficina de Control Interno se indicó que sus funciones se encuentran
establecidas en la Ley General de Control Interno, n.° 8292 , en el “Informe sobre la30



estructura, labores, funcionamiento y ubicación orgánica de la Unidad de Control Interno”
, y en la página web del Poder Judicial, en el apartado correspondiente a esa Oficina ,31 32



sin estar las funciones de la Oficina de Control Interno reguladas en un único documento.



2.18. Por otra parte, el Poder Judicial en el oficio n.° 152-P-2024, de previa cita, indicó que el
proceso de comunicación y divulgación de la estructura organizativa relacionada con la
atención del fenómeno de la corrupción, y la comunicación de los roles de cada instancia
requiere mayor continuidad.



2.19. Además, cabe mencionar que el Consejo Superior en la sesión n.° 84-2022 del 27 de
setiembre del 2022, ordenó a la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de los
perfiles de puesto de las plazas asignadas a la Oficina de Cumplimiento. No obstante,
según el oficio n.° PJ-DGH-CAP-463-2023 del 19 de septiembre de 2023 dicho estudio se
encuentra en proceso por parte de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de
Gestión Humana.



2.20. En consecuencia, la situación descrita podría limitar el desarrollo, implementación,
seguimiento y evaluación de acciones para propiciar una cultura organizacional enfocada
en la prevención de la corrupción; así como contar con una estructura institucional



32 https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/conozcanos.
31 Conocido por el Consejo Superior en sesión n.° 24-2017 del 14 de marzo del 2017, artículo LVIII.
30 Oficio n.° DP-692-2023 del 26 de octubre de 2023.
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coherente e integrada que fortalezca el SCI para la prevención de la corrupción. Además,
no permite asegurar la ejecución de las responsabilidades en materia de prevención de la
corrupción, y debilita el funcionamiento del SCI para la prevención de la corrupción.



Valoración de riesgos de corrupción
2.21. La valoración de riesgos es la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la



institución, tanto de fuentes internas como externas relevantes para la consecución de los
objetivos; deben ser realizados por el jerarca y los titulares subordinados, con el fin de
determinar cómo se deben administrar dichos riesgos .33



2.22. El proceso de valoración de riesgos permite a las instituciones prevenir, detectar y corregir
irregularidades que puedan debilitar el SCI institucional. La importancia de este proceso
se centra en que permite la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la
institución, así como en determinar la forma en que deben ser administrados, pues
podrían afectar la consecución de los objetivos institucionales, e impactar negativamente
el valor público brindado a la ciudadanía.



2.23. Adicionalmente, un proceso de valoración de riesgos es permanente y participativo , e34



involucra las siguientes fases: identificación, análisis, evaluación, administración, revisión,
documentación y comunicación de los riesgos institucionales .35



2.24. El artículo 14 de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, dispone que el jerarca y los
titulares subordinados deben identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al
logro de los objetivos y las metas; analizar el efecto posible de los riesgos, su importancia
y la probabilidad; definir acciones para administrarlos; y adoptar las medidas para el
funcionamiento adecuado del sistema de valoración del riesgo.



2.25. De igual manera, el artículo 18 de la citada Ley, señala el deber de las instituciones de
contar con un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por
áreas, sectores, actividades o tareas, que permita identificar el nivel de riesgo
institucional, su análisis y administración. Además, según el artículo 19 de la Ley, cuando
se haya establecido el SEVRI, el jerarca y los titulares subordinados deben adoptar las
medidas necesarias para su adecuado funcionamiento, con el objetivo de ubicarse al
menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.



2.26. A su vez, de acuerdo con la norma 3.2 de las Normas de Control Interno para el Sector
Público (N-2-2009-CO-DFOE), el SEVRI debe presentar las características e incluir los
componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable; también,
someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su
efectividad continua y promover su perfeccionamiento.



35 Directriz 4.1 de las Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema
Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE.



34 Numeral 3.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
33 Ley General de Control Interno, n.° 8292.
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2.27. En esos términos, se debe considerar lo establecido en las directrices 2.1, 2,2 y 2,4 de las
Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema Específico
de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE , acerca del36



establecimiento del SEVRI para la identificación, análisis, evaluación, administración,
revisión, documentación y comunicación de los riesgos institucionales relevantes, de
forma que permita generar información actualizada sobre los riesgos institucionales
asociados al logro de los objetivos y metas; el comportamiento del nivel de riesgos
institucional; y las medidas para administrarlos. Además, de lo señalado anteriormente
también es necesario observar el cumplimiento de la directriz 2.6, en cuanto a que el
SEVRI debe tener la capacidad de procesar de forma ordenada, consistente y confiable
todos los datos, internos y externos, requeridos para cumplir su objetivo con un nivel de
seguridad razonable.



2.28. También, la directriz 3.3, establece el deber institucional de contar con una estructura
organizacional que apoye la operación del SEVRI, así como promover una cultura
favorable. Para lo anterior, la institución debe promover al menos conciencia en los
funcionarios de la importancia de la valoración del riesgo para el cumplimiento de los
objetivos de la institución; uniformidad en el concepto de riesgo en los funcionarios;
actitud proactiva que permita establecer y tomar acciones anticipando las consecuencias
que eventualmente puedan afectar el cumplimiento de los objetivos; responsabilidades
definidas claramente en relación con el SEVRI para los funcionarios de los diferentes
niveles de la estructura organizacional; y mecanismos de coordinación y comunicación
entre los funcionarios y las unidades internas para la debida operación del sistema.



2.29. Asimismo, la directriz 4.2 sobre identificación de riesgos determina que la identificación de
los eventos que podrían afectar de forma significativa el cumplimiento de los objetivos
institucionales, debe organizarse de acuerdo con la estructura de riesgos institucional
previamente establecida.



2.30. Por su parte, el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial, señala como objetivo de la valoración de riesgos
“Gestionar apropiadamente los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro
de los objetivos del Poder Judicial, a través del uso del Sistema específico de valoración
del riesgo institucional (SEVRI-PJ) para generar información confiable y oportuna que
soporte el proceso de toma de decisiones y el logro de un nivel de riesgo organizacional
bajo aceptable, de conformidad con la normativa vigente aplicable y el respeto de los
derechos de las personas usuarias”.



2.31. Tomado en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que, si
bien el Poder Judicial ha desarrollado una serie de acciones encaminadas a gestionar el37



riesgo de corrupción en procesos sensibles, dado el impacto que este tipo de eventos



37 Entendidas como las acciones aprobadas desde la alta dirección del Poder Judicial, dirigidas a
enfrentar los actos de corrupción.



36 Publicadas en La Gaceta n.° 134 del 12 de julio de 2005.
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puede tener en la administración de justicia, la institución no realiza una gestión integral38
de riesgos de corrupción, por cuanto la valoración de algunos de esos riesgos se efectúa
de forma separada del SEVRI-PJ, lo que a su vez imposibilita identificar el nivel de riesgo,
tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento.



2.32. En ese sentido, se evidenció que los riesgos de corrupción identificados en el proceso de
contratación administrativa del Departamento de Proveeduría de la Dirección Ejecutiva y
en 22 Administraciones Regionales , a partir de la implementación del “Modelo para la39



Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial” , no se incorporaron en el40



SEVRI-PJ.



2.33. Adicionalmente, se determinó que a partir del marco orientador del SEVRI-PJ que
establece dentro de su estructura entre otros el riesgo de integridad , y el portafolio de41



riesgos institucional , que contempla riesgos relacionados con la gestión ética, algunas42



oficinas y despachos judiciales identifican riesgos de corrupción en el SEVRI-PJ desde
una perspectiva general, como parte de la valoración de riesgos operativos y estratégicos,
y otras realizan un ejercicio particular sobre la identificación de riesgos de corrupción
dentro de la valoración de riesgos institucional. No obstante, no a todos esos riesgos se
les diseña acciones para gestionarlos, tampoco se les da seguimiento oportuno por parte
de las instancias competentes.



2.34. Es así que, algunos riesgos de corrupción en el Poder Judicial no se consideran en la
valoración de riesgos institucional a través del uso del SEVRI-PJ, o bien, se integran de
manera parcial, proceso que requiere ser permanente y participativo.



2.35. Al respecto, cabe indicar que a partir del acuerdo 50-2020 del 7 de setiembre de 2020,
artículo XVIII de la Corte Plena, la Institución orientó la gestión de los riesgos en
instancias responsables y señaló, como lo indica la recomendación 6.17 del informe 1183-
PLA-PE-2020 de la Dirección de Planificación :43



6.17. Instar la coordinación de sesiones de trabajo con la Oficina de
Cumplimiento y con la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de
la Información, con el fin de que se trabaje de manera integrada y



43 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113).



42 La Corte Plena en la sesión n.° 42-2023 del 11 de setiembre de 2023, artículo XXI, aprobó la versión
actualizada de la Estructura y el Portafolio de Riesgos.



41 Definido como los riesgos propios de la conducta de las personas que laboran para la organización e
incluye asuntos tales como corrupción, conflictos de intereses, actuaciones no autorizadas, negligencia y
falta de colaboración.



40 En fase 1, que se centra en la identificación de riesgos de corrupción, el análisis de la probabilidad y el
impacto, y la definición de la zona de riesgo. Pretende ser aplicado en los procesos críticos y sensibles de
la institución por su exposición a este tipo de riesgos, y que sirva de insumo para la mejora en los
procesos y controles aplicados.



39 A partir de los resultados del estudio que ha venido realizando el Poder Judicial para identificar los
procesos vulnerables.



38 De acuerdo con la Ley General de Control Interno, n.° 8292, el SEVRI debe contemplar todos los tipos
de riesgos que puedan comprometer la obtención de las metas y objetivos institucionales.
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entrelazada la gestión de los riesgos institucionales con la gestión de los
Riesgos de Continuidad y los Riesgos de Corrupción.



2.36. Lo anteriormente expuesto, se atribuye a que el Poder Judicial no ha tomado acciones
para que todas las oficinas y despachos judiciales identifiquen e incorporen en el
SEVRI-PJ los riesgos de corrupción asociados a su gestión; ni para que la valoración de
riesgos de corrupción realizada por la Oficina de Cumplimiento, también sea incorporada
a dicho sistema. Lo indicado de forma tal que permita realizar una valoración de riesgos
de corrupción integral a través del SEVRI-PJ, de conformidad con los artículos 14 y 18 de
la Ley General de Control Interno, n.° 8292 y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial.



2.37. Las situaciones determinadas, limitan la identificación, valoración y seguimiento oportuno
de los riesgos de corrupción. Además, no existe garantía de que se atiendan los riesgos
de corrupción en los procesos o áreas más vulnerables de la institución, lo que podría
llevar a que, por la inexistencia de acciones, dichos riesgos se materialicen. También,
debilita el SCI, incidiendo en la consecución de los objetivos institucionales, la rendición
de cuentas y la toma de decisiones.



Actividades de control para la prevención de la corrupción
2.38. Las actividades de control comprenden las políticas, los procedimientos y los



mecanismos, las cuales contribuyen a asegurar razonablemente la operación y el
fortalecimiento del SCI y el logro de los objetivos institucionales. Dichas actividades deben
ser dinámicas, a fin de introducirles las mejoras que procedan en virtud de los requisitos
que deben cumplir para garantizar razonablemente su efectividad .44



2.39. En esos términos, se debe considerar primeramente el artículo 11 de la Constitución
Política de la República de Costa Rica, el cual reza que “La Administración Pública, en
sentido amplio, está sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición
de cuentas (...)”.



2.40. Además, la Ley General de Control Interno n.° 8292, en su artículo 12, inciso b), hace
hincapié en el deber del jerarca y los titulares subordinados de tomar las medidas
correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades en el SCI.



2.41. Por otro lado, el Reglamento General del Sistema Nacional de Planificación, n.°
37735-PLAN , en su artículo 28, inciso j), señala que dentro las funciones de las45



Unidades de Planificación Institucional (UPI), está el proponer iniciativas de evaluación
que sirvan para analizar los efectos de las estrategias y de las políticas que han sido
implementadas. Asimismo, el artículo 67, inciso b), indica que las instituciones tienen la
responsabilidad de desarrollar funciones de monitoreo, seguimiento y evaluación de
políticas, planes, programas y proyectos estratégicos, con el fin de fortalecer la gestión
institucional y la rendición de cuentas.



45 Del 6 de mayo de 2013.
44 Norma 4.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE).
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2.42. De igual manera, las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE) en su norma 4.4, establece que se deben diseñar, adoptar, evaluar
y perfeccionar las actividades de control a fin de asegurar razonablemente que se
recopile, procese, mantenga y custodie información de calidad sobre el funcionamiento
del SCI y sobre el desempeño institucional, así como que esa información se comunique
con la prontitud requerida a las instancias internas y externas respectivas.



2.43. Además, la norma 4.5 de esas mismas normas, indica el deber de establecer actividades
de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional, y la norma
4.5.1, también señala el deber de ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de
la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como
emprender acciones necesarias para conseguir los objetivos. Mientras que la norma 5.7,
estipula que los procesos para asegurar razonablemente la comunicación de la
información a las instancias pertinentes, deben basarse en un enfoque de efectividad y
mejoramiento continuo.



2.44. A su vez, el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial , en cuanto46



al proceso de Evaluación, indica que la instancia rectora de la política debe definir la
periodicidad y la frecuencia de las evaluaciones a realizar para medir los resultados e
impacto esperados producto de la implementación de la Política Institucional, así como
presentar un informe de seguimiento y evaluación semestral a la Dirección de
Planificación, con el fin de velar por la rendición de cuentas y alineamiento con el PEI de
las Políticas Institucionales vigentes.



2.45. Asimismo, el modelo citado en el párrafo anterior, señala que la evaluación es un proceso
de observación, medición, análisis e interpretación de los resultados alcanzados por la
implementación de la política institucional, y su utilidad se basa en generar insumos para
la toma de decisiones de los órganos jerárquicos. A su vez, indica que la metodología de
evaluación debe ir orientada a la verificación de los resultados alcanzados a partir del
cumplimiento de acciones de la política, que están al alcance a partir del seguimiento por
medio del PEI y los PAO.



2.46. De conformidad con lo indicado en la Metodología para la evaluación por resultados en el
Poder Judicial , la evaluación por resultados se concibe como una valoración sistemática47



sobre el diseño, la ejecución y los resultados de la política con base en un conjunto de
criterios de valores preestablecidos. Esta valoración genera recomendaciones basadas en
evidencias, para apoyar la toma de decisiones y mejorar la gestión pública.



47 Aprobada por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 del 08 de febrero de 2022, artículo V. La
metodología se propuso con el el fin de cubrir la necesidad que tiene la institución de poseer una guía
para llevar a cabo una evaluación por resultados, que permita valorar los beneficios esperados en una
línea de tiempo, con la cual se sopese el costo de oportunidad de continuar, modificar o suspender la
implementación de los esfuerzos de una oficina o despacho, materializados en planes, proyectos o
iniciativas.



46 Aprobado por la Corte Plena en la sesión n.° 02-2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXIII. El
Modelo se constituye como uno de los componentes del Modelo de Gestión Estratégica Institucional,
aprobado en la sesión de la Corte Plena n.° 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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2.47. También, de acuerdo con la citada metodología, se tiene como responsable de evaluar
estratégicamente las Políticas Institucionales , a la Dirección de Planificación, y a todas48



las oficinas del Poder Judicial que deseen, realizar una evaluación por resultados
operativos.



2.48. Aunado a lo anterior, el Marco conceptual y estratégico para el fortalecimiento de la
Gestión para Resultados en el Desarrollo en Costa Rica , indica que la medición de49



resultados es fundamental para tomar decisiones oportunas y confiables sobre la
implementación de las intervenciones públicas (planes, políticas, programas y proyectos),
considerando los resultados obtenidos referidos al producto logrado y a los efectos e
impactos generados en los beneficiarios de la acción estatal. Lo anterior, con el fin de
decidir si se debe o no continuar con una intervención, si los recursos públicos se han
ejecutado apropiadamente, si se requieren realizar ajustes y en cuáles áreas.



2.49. Por otra parte, el Modelo para el mejoramiento de la Gestión Institucional , señala que50



para conocer si la estrategia y la gestión organizacional están brindando los resultados
esperados, se deben realizar procesos de medición, análisis y mejora, así como una
evaluación, que permita tomar decisiones oportunas respecto al accionar institucional. Es
por esto, que el seguimiento y la evaluación son herramientas de gestión necesarias que
permiten desarrollar aprendizaje organizacional y lograr articular los procesos a la mejora
continua, tanto en las acciones que se encuentran en desarrollo, como en las fases de
programación, planificación y desarrollo de políticas.



2.50. En ese sentido, se observó que el Poder Judicial como parte de las actividades de control
ha desarrollado políticas institucionales para la atención de las necesidades de
prevención de la corrupción, tales como la Política de Integridad y Anticorrupción, la
Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica (ver imagen 2), las cuales, a su vez,51



cuentan con planes de acción vinculados al PEI 2019-2024 y al Plan Anual Operativo52



(PAO). Los aspectos generales de dichas políticas se resumen en la siguiente imagen.



52 De acuerdo con el informe n.° 1392-PLA-EV-2023 acerca del seguimiento a las políticas institucionales
del Poder Judicial del 2023, aprobado por Consejo Superior en sesión n° 02-2024 del 11 de enero de
2024, artículo XXVII, contar con planes de acción vinculados a la estrategia, permite un control del
cumplimiento de estos, debido a que el sistema permite por medio de objetivos operativos del PAO dar
cumplimiento y registrar los porcentajes de avance de cada plan de acción de una determinada política.



51 Según la RAE, axiología se define como el estudio de la naturaleza de los valores y de los juicios
valorativos.



50 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, Área de Modernización del
Estado. San José, CR: MIDEPLAN, 2017. Página 98.



49 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica. Ministerio de Hacienda.
Comisión Interinstitucional. San José, CR: MIDEPLAN-MINHAC, 2016, Página 20.



48 Según el Modelo de Gestión Estratégica.
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Imagen n.° 2
Políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la



corrupción en el Poder Judicial



Fuente: Elaboración propia.



2.51. Tomando en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que,
si bien el Poder Judicial cuenta con el Modelo de Gestión de Políticas institucionales y la
Metodología para la evaluación por resultados en el Poder Judicial, no se obtuvo
evidencia de que los rectores de las citadas políticas, hayan efectuado evaluaciones
sobre la efectividad de los resultados de las políticas en la prevención de la corrupción en
el Poder Judicial, con el objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y
recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del SCI. Lo anterior, en
razón de que la Política Axiológica fue aprobada en el 2011 y la Política de Justicia Abierta
en el 2018.



2.52. En ese sentido, a partir del informe n.° 874-PLA-EV-2023 “Evaluación a las Políticas53



Institucionales 2022”, se evidenció que las evaluaciones anuales realizadas por el
Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, tienen como objetivo
determinar el avance del cumplimiento de una política de acuerdo con sus metas
estratégicas y operativas en un periodo determinado, y no se refieren a la efectividad de
los resultados de las políticas, tal como se indicó en el párrafo anterior.



53 Del 23 de agosto de 2023. Aprobado por el Consejo Superior sesión n.° 77-2023 celebrada el 19 de
setiembre del 2023,artículo XLIV.
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2.53. Adicionalmente, como parte del diseño de dichas políticas se observó que la Política de
Justicia Abierta indica en su apartado 6.2 “Funciones de la Comisión de Justicia Abierta”
que dicha Comisión debe liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la
implementación de esta política, entre los cuales se encuentra el sistema de evaluación y
seguimiento con monitoreo ciudadano; sin embargo, se encuentra pendiente. Asimismo,
la Política de Integridad y Anticorrupción, en su apartado 9 “Seguimiento y Evaluación de
la Política Institucional Anticorrupción”, señala que la Comisión de Transparencia debe
establecer como criterios de medición de resultados e impacto de la implementación de la
política: la periodicidad y frecuencia de las evaluaciones, la verificación de cumplimiento
de metas, las acciones u objetivos, la eficiencia de las acciones y su sostenibilidad; así
como el proceso de rendición de cuentas ante la Dirección de Planificación, no obstante,
dichos criterios no han sido definidos. Por otra parte, la Política Axiológica no cuenta con
un apartado que haga mención a la evaluación de dicha política.



2.54. Las debilidades descritas obedecen a que los rectores de la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, no han operativizado la evaluación de
dichas políticas, con el propósito de identificar si los resultados son efectivos en la
prevención de la corrupción. Lo anterior, pese a que el Poder Judicial definió en el PEI
2019-2024 objetivos estratégicos que direccionan a la institución a la prevención de la
corrupción.



2.55. En consecuencia, genera el riesgo de no contar con información oportuna para la toma de
decisiones y la rendición de cuentas hacia las partes interesadas internas y externas
sobre la efectividad de las políticas y el logro de los objetivos estratégicos asociados a
dichas políticas, lo cual podría incidir en el mejoramiento de la gestión pública, en la
transparencia y en la generación de valor público, así como en la corrección, eficiencia y
mejora continua del SCI. Además, podrían eventualmente incidir en que no se aborde
eficazmente desde una perspectiva integral los problemas o desafíos existentes en
materia de prevención de la corrupción.



Sistemas de información para la prevención de la corrupción
2.56. La Ley General de Control Interno, n.° 8292, en su artículo 16, establece el deber de



contar con sistemas de información que permitan a la administración activa tener una
gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades
realizadas con el fin de controlar, almacenar y recuperar de modo adecuado la
información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades,
con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.



2.57. En ese sentido, la norma 5.4, de las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE), señala el deber del jerarca y los titulares subordinados de asegurar
razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión
documental, mediante la cual se ejerza control, se almacene y se recupere la información
de manera oportuna y eficiente, y de conformidad con las necesidades institucionales.
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2.58. Asimismo, la norma 5.6 de esas mismas normas, también señala el deber del jerarca y los
titulares subordinados de asegurar razonablemente, que los sistemas de información
contemplen los procesos para recopilar, procesar y generar información que corresponda
a las necesidades de los distintos usuarios. Además, indica que dichos procesos deben
estar basados en un enfoque de efectividad y mejoramiento continuo.



2.59. Por otra parte, de acuerdo con la norma 5.8, el jerarca y los titulares subordinados deben
disponer de controles para que los sistemas de información garanticen razonablemente
entre otros aspectos, la calidad de la información y de la comunicación, la seguridad y una
clara asignación de responsabilidades.



2.60. Al respecto, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con sistemas automatizados, tales
como el “Sistema PEI” y el “Sistema PAO” , para integrar la gestión de las políticas54 55



institucionales, dentro de las cuales se encuentran las políticas para la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, a saber: la Política de Integridad y
Anticorrupción, la Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica, con los instrumentos
de planificación institucional (PEI y PAO). De esa manera, las instancias rectoras de las
políticas reportan a través de los Sistemas PAO y PEI la información que respalda la
efectiva implementación de dichas políticas.



2.61. Es así como, al estar vinculados el plan de acción de una determinada política a la
estrategia institucional, los Sistemas PAO y PEI, permiten por medio de objetivos
operativos del PAO dar seguimiento y cumplimiento de los objetivos y metas definidas en
los planes de acción de dichas políticas. Asimismo, determinan el nivel de avance de una
política de acuerdo con sus metas asociadas.



2.62. Además, de acuerdo con lo señalado en los informes que emite el Subproceso de
Evaluación de la Dirección de Planificación sobre el seguimiento a las políticas
institucionales del Poder Judicial, los Sistemas PEI y PAO generan reportes de cada
responsable estratégico, así como de cada oficina y despacho judicial responsable de
brindar la información de cada meta operativa, respectivamente, esto con el fin de
recopilar y analizar las evidencias sobre las actuaciones realizadas durante el período de
ejecución de las metas vinculadas a las políticas.



2.63. Por otra parte, se evidenció que existe un sistema informático denominado “Sistema
SEVRI”, el cual a su vez se encuentra vinculado con los sistemas de planificación
institucional (Sistema PEI y Sistema PAO).



55 Sistema para la formulación y seguimiento del PAO, por medio de dicho sistema el Poder Judicial
elabora e integra el PAO con el PEI 2019-2024 lo cual permite comprobar el alineamiento de ambas
herramientas de planificación.



54 Integra en forma automática a todos los elementos del Modelo de Gestión Estratégica (Planificación
Operativa, Presupuesto, Políticas, Innovación, Riesgos Institucionales).
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Seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción
2.64. El seguimiento del SCI se entiende como las actividades que se realizan para valorar la



calidad del funcionamiento de dicho sistema. En ese sentido son deberes del jerarca y los
titulares subordinados, entre otras, realizar continuamente las acciones de control y
prevención en el curso de las operaciones normales, y las autoevaluaciones al menos una
vez al año, que conduzcan al perfeccionamiento del Sistema, según el artículo 17 de la
Ley General de Control Interno, n.° 8292.



2.65. Por su parte, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE),
en sus normas 6.1 y 6.2, hacen hincapié en el deber del jerarca y los titulares
subordinados en cuanto a diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI,
actividades permanentes y periódicas de seguimiento para valorar la calidad del
funcionamiento de los elementos del Sistema; y definir las estrategias y los mecanismos
necesarios para el efectivo funcionamiento del componente de seguimiento.



2.66. La norma 6.3, establece que las actividades de seguimiento del SCI, deben incluir la
comprobación de que se están cumpliendo las actividades de control, y las
autoevaluaciones periódicas en las que se verifiquen el cumplimiento, validez y suficiencia
del Sistema.



2.67. En relación con lo indicado anteriormente, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con
el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales, conformado por cuatro fases, dentro de
las cuales se destaca la “Fase 4: Seguimiento y evaluación”, donde se establece la forma
en que se dará seguimiento a los compromisos establecidos en el plan de acción de las
políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción.



2.68. En ese sentido, se evidenció que el Subproceso de Evaluación de la Dirección de
Planificación, realiza un seguimiento semestral a las políticas institucionales vinculadas56



con la estrategia institucional, el cual permite valorar el grado de cumplimiento de las
metas estratégicas y operativas asociadas a cada política, que se encuentran en proceso
de ejecución en un periodo determinado, así como el nivel de avance de una política,
reportado por las instancias responsables.



2.69. El seguimiento a dichas políticas se realiza por medio de los Sistemas PAO y PEI, los
cuales permiten tanto a las oficinas responsables de los objetivos operativos, completar
los avances en el cumplimiento de objetivos y metas, como a las instancias rectoras de la
política Institucional, verificar la información proporcionada por dichas oficinas, y así tomar
las medidas necesarias para la efectiva implementación de la política.



2.70. Asimismo, se evidenció que el citado Subproceso de Evaluación, como parte de los temas
que atiende, ha emitido diversos informes de seguimiento con los resultados obtenidos57



57 Los informes se ponen a conocimiento del Comité de Planeación Estratégica y la Corte Plena.



56 El seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial pertenece a uno de los eslabones del
Modelo de Gestión Estratégica para la implementación del PEI 2019-2024.
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de la gestión de las políticas institucionales, y el desglose porcentual del avance de las
metas estratégicas asociadas a cada política; a partir de los indicadores de cumplimiento
y avance establecidos.



2.71. Por otra parte, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con un “Proceso de
Autoevaluación Institucional (PAI)” en todos los ámbitos del Poder Judicial (Administrativo,
Auxiliar de Justicia y Jurisdiccional, cuya formulación se realiza anualmente en los meses
de noviembre y diciembre, y el seguimiento de enero a octubre. De acuerdo con lo
indicado por la Oficina de Control Interno, dicho proceso permite conocer el grado de58



cumplimiento de las Normas de Control Interno sometidas a verificación en las diferentes
oficinas y despachos judiciales, y en caso de encontrarse desviaciones, se diseñan
oportunamente propuestas de mejora o acciones correctivas, orientadas tanto al
fortalecimiento del SCI, como al logro de los objetivos planificados.



3. CONCLUSIÓN



3.1. Con base en evidencia suficiente y apropiada de auditoría, obtenida por la Contraloría
General, se concluye que el Poder Judicial cumple parcialmente con los criterios que
forman parte del marco normativo aplicable, relacionado con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción.



3.2. Lo anterior por cuanto, si bien se observaron resultados positivos en relación con los
componentes de sistemas de información y seguimiento del SCI; se identificaron
debilidades en los componentes de ambiente de control, valoración de riesgos y
actividades de control. Para ello, resulta necesario implementar acciones con el fin de
disminuir la vulnerabilidad a la corrupción y reducir los niveles de susceptibilidad de la
institución.



3.3. En ese sentido, pese a que el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones vinculadas con la prevención de la corrupción y ha diseñado distintos
instrumentos orientadores para la definición de la estructura y la estrategia que guían el
quehacer en materia de prevención de la corrupción, es necesario fortalecer la
coordinación y comunicación interna entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento, de forma tal que ejecuten acciones de manera conjunta, principalmente las
asociadas a la valoración de riesgos de corrupción institucional. Al respecto, se destaca la
importancia de tomar acciones para que exista claridad sobre los roles y puntos de
interacción entre esas instancias en dicha materia.



3.4. También se determinó que la valoración de algunos riesgos de corrupción se realiza de
forma separada del SEVRI-PJ, de manera tal que no permite una gestión integral del
riesgo de corrupción institucional, a pesar de la existencia de otras metodologías para la
gestión de riesgos de corrupción.



58 Respuesta 5.3 y 5.4 del oficio n.° 009-OCGR-2023 del 5 de diciembre de 2023 (NI 27556).
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3.5. Además, los rectores de las políticas institucionales asociadas a la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, no han efectuado evaluaciones sobre la
efectividad de sus resultados en la prevención de la corrupción, pese a su importancia
para la implementación del SCI, así como para generar insumos para la toma de
decisiones.



3.6. De esta forma, queda clara la necesidad de que el Poder Judicial en el ejercicio de sus
responsabilidades, establezca medidas que incidan en la efectividad del SCI para la
prevención de la corrupción que, a su vez, procure garantizar la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia.



4. DISPOSICIONES
4.1. De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la



Constitución Política, los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de
la República, n.° 7428, y el artículo 12, inciso c) de la Ley General de Control Interno, se
emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán
ser cumplidas dentro del plazo (o en el término) conferido para ello, por lo que su
incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad.



4.2. Para la atención de las disposiciones incorporadas en este informe deberán observarse
los “Lineamientos generales para el cumplimiento de las disposiciones y recomendaciones
emitidas por la Contraloría General de la República en sus informes de auditoría”,
emitidos mediante resolución n.° R-DC-144-2015, publicados en La Gaceta n.° 242 del 14
de diciembre del 2015, los cuales entraron en vigencia desde el 4 de enero de 2016.



4.3. El Órgano Contralor se reserva la posibilidad de verificar, por los medios que considere
pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar
el establecimiento de las responsabilidades que correspondan, en caso de incumplimiento
injustificado de tales disposiciones.



A ORLANDO AGUIRRE GÓMEZ EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DE LA CORTE
SUPREMA DE JUSTICIA O A QUIEN EN SU LUGAR OCUPE EL CARGO



4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno
y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones
complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha
interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma
tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma
coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura
anticorrupción. (ver párrafos del 2.12 al 2.20).
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Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:



i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la
definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.



ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la
implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la
interacción entre dichas instancias.



4.5. Divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del
fenómeno de la corrupción. Dicha divulgación debe contemplar al menos la clarificación
de los instrumentos estratégicos y operativos, las instancias responsables, sus roles y
competencias (ver párrafos del 2.12 al 2.20).



Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General al 30 de setiembre de 2024, una certificación
mediante la cual se acredite la divulgación de la estructura organizativa del Poder Judicial
en materia de prevención y atención del fenómeno de la corrupción.



4.6. Definir e implementar las acciones correspondientes de modo que en el SERVI-PJ se
integre la valoración de riesgos de corrupción, en concordancia con los artículos 14 y 18
de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial. Dicha integración debería
responder a una valoración de riesgos de corrupción institucional de forma tal que permita
identificar, analizar, evaluar, administrar y efectuar el seguimiento a los riesgos de
corrupción asociados a las diferentes oficinas y despachos judiciales desde el SEVRI-PJ
(ver párrafos del 2.21 al 2.37).



Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:



i. Al 29 de noviembre de 2024, una certificación mediante la cual acredite la definición
de las acciones.



ii. Al 31 de marzo de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en
la implementación de las acciones definidas.



4.7. Definir e implementar las acciones que permitan evaluar la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los
resultados de esas políticas, son efectivos en la prevención de la corrupción; así como
generar recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del Sistema de
Control Interno. Lo anterior conforme lo establecido en la normativa aplicable, en la
Metodología de Evaluación de Resultados y en el Modelo de Gestión de Políticas
Institucionales del Poder Judicial (ver párrafos del 2.38 al 2.55).
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Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:



i. Al 31 de enero de 2025, una certificación mediante la cual se acredite la definición
de las acciones.



ii. Al 30 de abril de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en la
implementación de las acciones definidas.
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ANEXO 1
Capacitaciones brindadas al personal judicial sobre integridad, conflictos de interés, ética y



anticorrupción



Unidad de capacitación Capacitaciones brindadas



Escuela Judicial - Formación inicial para aspirantes a la Judicatura (FIAJ):
Módulo implicaciones éticas en la función judicial.



- Subprograma nivelación básica: Módulo de soluciones
alternas.



- Programa formación integral de las personas técnicas
judiciales: Módulo de Ética Judicial.



- Programa de actualización: Curso de aspectos generales
sobre la corrupción y el fraude, la corrupción de funcionarios
públicos como fenómeno de la criminalidad organizada,
Conducta y Ética Judicial: Los principios de Bangalore.



Unidad de Gestión de la
Capacitación de la Dirección de
Gestión Humana



- Inducción general: Todas y todos fortalecemos y
construimos al Poder Judicial.



- Conflictos de interés en el Poder Judicial: prevención y
regulación.



- Régimen disciplinario.
- Control Interno.
- Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI-PJ).
- Causales de abstención y el régimen de prohibiciones en la



regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial.
- Viviendo los valores compartidos.
- Liderazgo ético.
- Código de Ética, un norte en común.



Unidad de Capacitación y
Supervisión del Ministerio
Público



- Ética, valores, vocación de servicio en el Ministerio Público.
- Principios, estructura y funcionamiento del Ministerio



Público: Probidad, transparencia e integridad.
- Control Interno.
- Reglamento Regulación para la prevención, identificación y



la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder
Judicial.



- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Capacitación sobre conflicto de interés.



- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Charla sobre delitos de probidad y deberes de
la función pública.



Unidad de Capacitación de la
Defensa Pública



- Programa de nivelación: Módulo de valores democráticos.
- Programa de formación inicial: Contempla jurisprudencia,



normativa, ética y valores.
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- Programa de ejes transversales: Contempla ética y valores.
- Conflictos de interés.
- Formación de Ética y Valores para la Defensa Pública.



Oficina de Cumplimiento - Conflicto de interés.



Secretaria Técnica de la Ética y
Valores



- Régimen Disciplinario.
- Curso “Mi formación, mi responsabilidad”.
- Curso “Nuestros valores, una ruta hacia la plenitud



humana”.
- Charlas en ética y valores:



● Viviendo los valores compartidos.
● Liderazgo ético.
● Código de Ética, un norte en común.
● Ética y teletrabajo.
● Competencia moral y ética.
● Ética Judicial.
● Ética Pública.
● Guía básica para ejercer con probidad la función



pública.
● Ética simple en tiempos complejos.



Organismo de Investigación
Judicial



- Programa de Integridad y Transparencia (PRIT). Curso
sobre dádivas y otros beneficios indebidos.



Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por el Poder Judicial en los oficios n.os
PJ–DGH–CAP–463-2023 del 19 de setiembre de 2023, JEFDP-283-2022 del 14 de septiembre de 2022,
UCS-630-MP-2023 del 13 de setiembre de 2023, 117-Oficio-2023 del 23 de octubre de 2023, 097-OC-2023 del
30 de noviembre de 2023, PJ–DGH–CAP–642-2023 del 28 de noviembre de 2023, oficio n. 092-STEV-2023 del
18 de diciembre de 2023 y 093-STEV-2023 del 18 de diciembre de 2023.
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza


F-GE-44 V7


Al contestar refiérase


al oficio Nº 08615
24 de mayo, 2024
DFOE-GOB-0265


Licenciado
Orlando Aguirre Gómez
Presidente
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial
oaguirre@poder-judicial.go.cr
presidencia@poder-judicial.go.cr


Estimado señor:


Asunto: Remisión del Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024 denominado
Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e
implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la
corrupción del Poder Judicial


Se remite el Informe n.° DFOE-GOB-IAD-00004-2024, preparado por esta División
de Fiscalización Operativa y Evaluativa, en el cual se consignan los resultados de la
auditoría de carácter especial efectuada en el Poder Judicial, acerca del diseño e
implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción.


La información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las
disposiciones, deberá remitirse, en los plazos y términos fijados, a la Gerencia del Área de
Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General. Es importante señalar que
para el cumplimiento de lo dispuesto por este Órgano Contralor en el citado informe,
corresponde a esa Administración observar los “Lineamientos generales para el
cumplimiento de las disposiciones y recomendaciones emitidas por la Contraloría General
de la República en sus informes de auditoría”, emitidos mediante Resolución n.°
R-DC-144-2015, publicada en La Gaceta n.° 242 del 14 de diciembre del 2015.


En los Lineamientos señalados, entre otros asuntos, se establece que ese
Despacho debe designar y comunicar al Área de Seguimiento para la Mejora Pública, los
datos de el/la responsable del expediente de cumplimiento, a quién le corresponderá la
tarea de conformar, actualizar, foliar, custodiar, conservar y dar acceso al expediente de
cumplimiento de las disposiciones y recomendaciones (punto 2.1.4). Asimismo, se le
solicita comunicar al Órgano Contralor sobre la(s) persona(s) a quien (es) se le asignó el
rol de contacto oficial, para facilitar la comunicación entre la persona a la que se le dirigen
las disposiciones y la Contraloría General, para el suministro de información cuando ésta
lo requiera (punto 2.2.1).


Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, C: contraloria.general@cgrcr.go.cr


http://www.cgr.go.cr/ Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica



mailto:oaguirre@poder-judicial.go.cr

mailto:presidencia@poder-judicial.go.cr

http://www.cgr.go.cr/





División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza


DFOE-GOB-0265 2 24 de mayo, 2024


Los roles citados podrán ser ejecutados por una misma persona o por varias, según
lo defina la Administración, de conformidad con las competencias establecidas en su
marco normativo. La asignación de dichos roles, deberá comunicarse formalmente a la
persona que asumirá el rol y a la Contraloría General, dentro de los cinco días hábiles
siguientes al conocimiento del informe de auditoría. Dicha designación deberá ser
comunicada indicando el nombre, puesto, número de teléfono y correo electrónico de
dicho(a) funcionario(a).


Se le recuerda que las disposiciones señaladas en el apartado n.° 4 del informe de
cita, son de acatamiento obligatorio y deberán ser cumplidas dentro de los plazos
conferidos para ello. En caso de que se incumpla con esas disposiciones en forma
injustificada una vez agotado el plazo otorgado para cumplir con la disposición, este
Órgano Contralor podrá iniciar una investigación para la determinación de las eventuales
responsabilidades administrativas, civiles o penales que correspondan de conformidad
con el ordenamiento jurídico vigente, y así valorar la eventual aplicación de sanciones
previa garantía del debido proceso.


De conformidad con lo establecido por los artículos 343, 346 y 347 de la Ley
General de la Administración Pública, contra el presente informe caben los recursos
ordinarios de revocatoria y apelación, que deberán ser interpuestos dentro del tercer día a
partir de la fecha de recibo de esta comunicación, correspondiéndole a esta Área de
Fiscalización la resolución de la revocatoria y al Despacho Contralor, la apelación.


De presentarse conjuntamente los recursos de revocatoria y apelación, esta Área de
Fiscalización en caso de rechazo del recurso de revocatoria, remitirá el recurso de
apelación al Despacho Contralor para su resolución.


Atentamente,


Falon Stephany Arias Calero
Gerente de Área
Contraloría General de la República


RVM/MTVA/avm


Ce: M.Sc. Róger Mata Brenes, Director Despacho de la Presidencia, rmata@poder-judicial.go.cr.
Exp: CGR-INAU-2023001007
G: 2023000855-1



mailto:rmata@poder-judicial.go.cr
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Resumen Ejecutivo
¿QUÉ EXAMINAMOS?
La auditoría tuvo como objetivo determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un
Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco
normativo aplicable. Al respecto, se analizaron los componentes funcionales de dicho sistema
para prevención de la corrupción, a saber: ambiente de control, valoración de riesgos,
actividades de control, sistemas de información y seguimiento. Lo anterior, durante el periodo
comprendido entre el 1° de enero de 2022 y 31 de diciembre de 2023.


¿POR QUÉ ES IMPORTANTE?
La corrupción es un factor que contribuye al debilitamiento de la confianza de los ciudadanos en
las instituciones públicas. Costa Rica aparece en los puestos 48 (año 2022) y 45 (año 2023) del
índice de percepción de corrupción mientras que en el Barómetro Global de la Corrupción en1


América Latina y el Caribe 2019 se refleja que sólo el 27% de las personas manifiestan2


confianza en los tribunales. Por ello es relevante que el Poder Judicial cuente con un Sistema de
Control Interno institucional que potencie la prevención de la corrupción, disminuyendo la
vulnerabilidad institucional y reduciendo sus niveles de susceptibilidad, de modo que promueva
una operación transparente de las funciones públicas, con énfasis en la protección y
conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico.


¿QUÉ ENCONTRAMOS?
Se determinó que el Poder Judicial cumple de manera parcial con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, de conformidad con los
aspectos que se establecen en el marco normativo aplicable, ya que si bien se observaron
resultados positivos en cuanto a los componentes de sistemas de información y seguimiento del
Sistema de Control Interno, se identificaron debilidades en los componentes de ambiente de
control, valoración de riesgos y actividades de control que limitan contar con un Sistema de
Control Interno institucional sólido, direccionado al cumplimiento de sus objetivos y que potencie
la prevención de la corrupción.
Con respecto al ambiente de control, el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones para la prevención de la corrupción y ha diseñado instrumentos orientadores para la
definición de la estructura y la estrategia en esa materia. Sin embargo, se identificó una débil
coordinación y comunicación entre las instancias competentes, sean la Oficina de Control


2 Los resultados de dicho instrumento elaborado por Transparencia Internacional, pueden ser consultados
en el presente enlace.


1 El índice de percepción de la corrupción es elaborado por Transparencia Internacional y clasifica a 180
países y territorios de todo el mundo según sus niveles percibidos de corrupción en el sector público . Los
resultados se muestran en una escala de 0 (muy corrupto) a 100 (muy limpio).
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Interno y la Oficina de Cumplimiento, particularmente, en la ejecución de acciones conjuntas
para realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, pues no cuentan con una
definición de canales de comunicación, aspectos de coordinación indispensable ni puntos de
interacción, que conjugue los esfuerzos y potencie las relaciones en dicha materia.


Se determinó también que la valoración de riesgos de corrupción se realiza de forma
separada del SEVRI-PJ, por lo que no permite identificar el nivel de riesgo de corrupción
institucional, tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento. Además, como parte de las
actividades de control para la prevención de la corrupción el Poder Judicial emitió la Política de
Integridad y Anticorrupción, la Política Axiológica y la Política de Justicia Abierta, y sus
respectivos planes de acción vinculados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024. Sin
embargo, los rectores de dichas políticas no han evaluado la efectividad de los resultados, con el
objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y recomendaciones para la corrección,
eficiencia y mejora continua del Sistema de Control Interno, a pesar de que existe una
metodología para ello.


¿QUÉ SIGUE?
Se giran disposiciones al Presidente de la Corte Suprema de Justicia para definir e implementar
los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de
interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento para ejecutar
acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción, así como
divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del fenómeno
de la corrupción, que contenga la clarificación de los instrumentos estratégicos y operativos, las
instancias responsables, sus roles y competencias. Asimismo, definir e implementar las acciones
para que en el SEVRI-PJ se integre la gestión de riesgos de corrupción; así como para evaluar
las políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de esas políticas, son efectivos en la
prevención de la corrupción.
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DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA
ÁREA DE FISCALIZACIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA GOBERNANZA


INFORME DE AUDITORÍA ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE
CONTROL INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER


JUDICIAL


1. INTRODUCCIÓN


ORIGEN DE LA AUDITORÍA


1.1. La Auditoría se fundamenta en las competencias que le confieren a la Contraloría General
de la República los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, así como los artículos
17, 21 y 37 de su Ley Orgánica n.° 7428, en cumplimiento de los objetivos de mediano
plazo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa (DFOE), y del plan anual
operativo del Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza.


1.2. La prevención de la corrupción en la función pública tiene como propósito evitar
actuaciones contrarias a la ética, la integridad y las normas; promover el buen uso de los
recursos y la prestación eficiente de los servicios públicos en procura del bienestar
ciudadano .3


1.3. De ahí que, el Sistema de Control Interno (SCI) para la prevención de la corrupción
contribuye al fortalecimiento de la gestión institucional, mediante el diseño e
implementación de medidas y controles que favorezcan su operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos que enfrenta la organización. A su vez permite
a las instituciones disponer de mecanismos que aseguren la ejecución oportuna de las
acciones necesarias para prestar de forma continua los servicios que la sociedad
requiere. Así las cosas, el adecuado funcionamiento del Sistema de Control Interno para
la prevención de la corrupción reduce los niveles de susceptibilidad, por lo que la
implementación y mejora continua de cada uno de sus componentes, permitirá el
fortalecimiento de la capacidad institucional y la disminución de la vulnerabilidad a la
corrupción.


1.4. En virtud de lo anterior, la Contraloría General de la República, a partir del desafío 4 del
Plan Estratégico Institucional (PEI) 2021-2024 relativo a la prevención de la corrupción,
considera relevante fiscalizar el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial, a efectos de generar valor público
orientado a fortalecer la gestión institucional, así como incidir en el nivel de susceptibilidad
de la institución ante la ocurrencia de posibles riesgos de corrupción.


3 CGR. Transparencia para la eficiencia y la prevención de la corrupción. Memoria Anual 2019. Pág. 5-21.
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OBJETIVO GENERAL


1.5. Determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco normativo
aplicable.


ALCANCE


1.6. La auditoría comprendió el análisis de las acciones realizadas por el Poder Judicial en el
marco del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de
la corrupción, considerando sus componentes funcionales, a saber: ambiente de control
orientado a la prevención de la corrupción, valoración de riesgos de corrupción,
actividades de control para la prevención de la corrupción, sistemas de información para
la prevención de la corrupción y seguimiento del Sistema de Control Interno para la
prevención de la corrupción. El periodo de análisis comprendió del 1° de enero de 2022 al
31 de diciembre de 2023.


CRITERIOS DE AUDITORÍA


1.7. Los criterios de auditoría se presentaron el 15 de noviembre de 2023, en una sesión
virtual utilizando la herramienta de Google Meet a Roger Mata Brenes, Director del
Despacho de la Presidencia; Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento; Randall
Zúñiga Palacios, Delegado de Cumplimiento; Juan Carlos Sebiani Serrano, Jefe de la
Secretaría Técnica de Ética y Valores; Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de
Control Interno y Roy Díaz Chavarría, Subauditor. Dichos criterios fueron comunicados
formalmente mediante oficio n.° DFOE-GOB-0485(16386) del 14 de noviembre de 2023.


METODOLOGÍA APLICADA


1.8. La auditoría se realizó de conformidad con las Normas Generales de Auditoría para el
Sector Público, con el Manual General de Fiscalización Integral de la CGR, el
Procedimiento de Auditoría vigente, establecido por la DFOE, que está basado en la
ISSAI 100: Principios Fundamentales de Auditoría del Sector Público, y los principios de
la ISSAI 400: Principios de la Auditoría de Cumplimiento de las Normas Internacionales de
las Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI por sus siglas en inglés).


1.9. Para el desarrollo de esta auditoría se utilizó la información suministrada en las
entrevistas, reuniones y consultas planteadas por escrito al Presidente de la Corte
Suprema de Justicia, así como a personas funcionarias de la Oficina de Control Interno y
la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial.


1.10. Asimismo, para determinar si el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial es conforme a lo dispuesto en el
marco normativo, se aplicó una matriz de cumplimiento que consideró el análisis de los
componentes del Sistema, a saber: ambiente de control orientado a la prevención de la
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corrupción, valoración de riesgos de corrupción, actividades de control para la prevención
de la corrupción, sistemas de información para la prevención de la corrupción y
seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, a partir de
los criterios determinados (Ver imagen n.° 1).


1.11. También, se aplicó un formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales4
de los tres ámbitos del Poder Judicial , con el fin de consultar sobre aspectos5


relacionados con las actividades de control diseñadas e implementadas por el Poder
Judicial para la prevención de la corrupción. Para la definición de dicha muestra se aplicó
un muestreo probabilístico, el cual tomó en consideración el tamaño de la población total
de 13.228 personas funcionarias judiciales, bajo la técnica de muestreo irrestricto
aleatorio para variables dicotómicas; así como un nivel de confianza del 95%, una tasa de
5% de error esperado y una tasa de no respuesta esperada de 20% .6


1.12. Adicionalmente, el día 19 de diciembre de 2023, la Contraloría General desarrolló un taller
de forma virtual, en el cual participaron personas funcionarias de distintas oficinas y
despachos judiciales . El taller tuvo como objetivo facilitar un espacio de conversación en7


torno al Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción en el Poder
Judicial, de cuyos resultados se generó un intercambio de información y el conocimiento
e identificación de posibles problemas.


ASPECTOS POSITIVOS QUE FAVORECIERON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA


1.13. Las personas funcionarias judiciales del Despacho de la Presidencia, Oficina de
Cumplimiento y Oficina de Control Interno participaron de forma activa en las reuniones
sostenidas, además, contribuyeron significativamente al asegurar las entregas de
información de forma oportuna.


1.14. También, la participación activa y constructiva de las personas en el taller, propició un
intercambio de información y conocimiento y al mismo tiempo permitió realizar un proceso


7 Oficina de Cumplimiento, Oficina de Control Interno, Secretaría Técnica de Ética y Valores y
Subcomisiones de ética y valores de Alajuela, Goicochea, Limón y Golfito. Además, jefaturas y
coordinadores de la Dirección de Planificación; Dirección General; Fiscalía General; Organismo de
Investigación Judicial; Centro de apoyo, coordinación y mejoramiento de la función jurisdiccional; Tribunal
de Familia; Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela; Sección de Administración Salarial de la
Dirección de Gestión Humana; Fiscalia Adjunta Contra la Trata de Personas y Trafico Ilícito de Migrantes;
Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José; Tribunal de Heredia y Juzgado Penal
Juvenil de Heredia. Las personas funcionarias fueron seleccionadas de forma aleatoria, mediante la
aplicación del muestreo por auditoría, con un nivel de confianza del 95% y una tasa de error tolerable de
15%.


6 Significa que del total de la muestra inicial (384 personas funcionarias judiciales), se adiciona un 20%
considerando que podrían haber personas que por diversas razones no contestarían el formulario).


5 85 del Ámbito Administrativo, 203 del Ámbito Auxiliar de Justicia y 160 del Ámbito Jurisdiccional.


4 De un total de 13.228 personas funcionarias judiciales al 05 de diciembre de 2023. La base de datos fue
suministrada por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, mediante oficio n.°
PJ-DGH-0707-2023 del 06 de diciembre de 2023.
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productivo, que estimuló a las personas participantes a actuar para construir productos de
valor para la auditoría y para el tema de estudio.


LIMITACIONES QUE AFECTARON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA


1.15. En la ejecución de las pruebas de auditoría en las cuales se requirió la remisión de un
formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, no se obtuvo la
totalidad de respuestas. Así, 193 personas no respondieron el formulario, pese a los
diversos recordatorios enviados por la Contraloría General y la Dirección de Gestión
Humana del Poder Judicial.


GENERALIDADES ACERCA DEL OBJETO AUDITADO


1.16. El Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función
Pública, n.° 32333 define la acción de prevenir la corrupción como el conjunto de
estrategias, tácticas y acciones a realizar con la finalidad de evitar actos de corrupción, los
conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos, así
como el establecimiento de medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos
informar sobre los actos de corrupción de los que tenga conocimiento y para instruirlos en
la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus
actividades .8


1.17. Al respecto, reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas y
crear instituciones eficaces y transparentes son dos de las metas asociadas a uno de los
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU): el ODS 16 Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas.


1.18. Es así como, en Costa Rica, las instituciones públicas desempeñan un rol importante en la
consecución del ODS 16, de manera que la prevención de la corrupción se sustente en
acciones orientadas a crear una cultura institucional y normas para la prevención,
fortalecer los procesos de rendición de cuentas, la participación ciudadana y el acceso a
la información, e implementar acciones de control para prevención de la corrupción.


1.19. En ese contexto, es indispensable contar con un Sistema de Control Interno institucional
sólido y direccionado al cumplimiento de sus objetivos, entre ellos principalmente el de
protección y conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento
jurídico y técnico, pues ello permitirá un menor nivel de susceptibilidad institucional a9


riesgos de corrupción y potencializar fortalezas para hacerles frente mediante la
implementación de medidas y controles que favorezcan la operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos.


9 Fragilidad interna de las instituciones para responder ante las amenazas y su posible impacto.


8 Artículo 1, inciso 1 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la
Función Pública, Decreto Ejecutivo n.° 32333.
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1.20. En particular, se requiere el diseño e implementación de un ambiente de control que
potencie factores organizacionales para propiciar una gestión institucional orientada al
logro de los objetivos para prevenir la corrupción; una valoración de riesgos de
corrupción que contenga en el SEVRI todos los riesgos institucionales, incluidos los de
corrupción, y así permita identificar de forma precisa el nivel de riesgo de corrupción
institucional, gestionarlo y darle seguimiento; actividades de control que mediante
políticas, procedimientos y mecanismos aseguran la operación del Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción; sistemas de información que contribuya a la
toma de decisiones, la comunicación interna y externa, la transparencia y la rendición de
cuentas; así como actividades de seguimiento permanentes y oportunas para valorar la
calidad del funcionamiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la
corrupción. En la siguiente imagen se muestra la definición de los componentes
funcionales del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, señalados
anteriormente:


Imagen n.° 1
Componentes funcionales del Sistema de Control Interno


para la prevención de la corrupción


Fuente: Elaboración propia con base en la Ley General de Control Interno, n.° 8292.


1.21. Por su parte, el Poder Judicial cuenta con el Plan Estratégico Institucional (PEI)
2019-2024 . Este Plan prevé entre los principales objetivos estratégicos recuperar la10


“Confianza y probidad en la justicia”, mediante cinco líneas estratégicas de trabajo, a
saber: a) transparencia y rendición de cuentas, b) probidad y anticorrupción, c)
colaboración interna y externa, d) comunicación y proyección institucional, y e)
participación ciudadana. La articulación de estas se realiza mediante el “diseño de
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial”.


1.22. Además, ha diseñado distintos instrumentos orientadores para la definición de la
estructura organizacional orientada a promover y fortalecer una cultura de prevención de


10 Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 56-2018 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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la corrupción, así como de la estrategia institucional que guían el quehacer en esa
materia, a saber: el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial (SEVRI-PJ) , el Modelo de Gestión de Riesgos11


Estratégicos , la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de12


Acción y el Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial .13 14


COMUNICACIÓN PRELIMINAR DE LOS RESULTADOS DE LA AUDITORÍA


1.23. La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones
producto de la auditoría a la que alude el presente informe, se efectuó de forma virtual el
11 de abril de 2024, actividad convocada mediante el oficio n.° 06070 (DFOE-GOB-0182)
de 8 de abril del año en curso, dirigido al señor Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la
Corte Suprema de Justicia, en el cual se adjuntó el borrador del informe con el propósito
de que formularan y remitieran a la Gerencia del Área de Fiscalización para el Desarrollo
de la Gobernanza, las observaciones y el sustento documental que consideraran
pertinentes sobre su contenido.


1.24. Se contó con la presencia de los siguientes funcionarios: Jorge Morales Ramírez del
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia; Kennia Alvarado Villalobos,
Oficial de Cumplimiento; Randall Zúñiga Palacios, Delegado de cumplimiento; Juan Carlos
Brenes Azofeifa de la Oficina de Control Interno y Roberth García González, Auditor
Interno, todos funcionarios (as) del Poder Judicial.


1.25. Al respecto, se recibió el oficio n.° 152-P-2024 de 19 de abril de 2024 suscrito por el señor
Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de
Justicia, con algunas observaciones sobre el mencionado borrador de informe.


1.26. Con posterioridad se comunicó el oficio n.° DFOE-GOB-0264 (08610)-2024 del 24 de
mayo de 2024, remitido al Presidente de la Corte Suprema de Justicia en atención a las
observaciones planteadas.


SIGLAS Y ABREVIATURAS


1.27. Para la lectura de este informe, considere las siglas enunciadas en el cuadro siguiente:


Siglas /
Abreviaturas


Significado


CGR Contraloría General de la República


14 Conocido por el Consejo Superior en la sesión n.° 108-22 del 8 de diciembre de 2022, artículo LXI.
13 Aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 59-2022 del 21 de noviembre de 2022.


12 Se origina en el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 20-19 del 5 de marzo del
2019, artículo XLIX y la Corte Plena en la sesión n.° 50-2020 del 7 de septiembre del 2020, art. XVIII.


11 Elaborado por la Oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior en la sesión n.° 37-19
del 30 de abril de 2019, artículo LXXXVIII, el cual sirvió de base para la elaboración de la propuesta del
Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos.
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DFOE División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la CGR


LGCI Ley General de Control Interno


OC Oficina de Cumplimiento


OCI Oficia de Control Interno


PAO Plan Anual Operativo


PEI Plan Estratégico Institucional


SCI Sistema de Control Interno


SEVRI Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional


UPI Unidades de Planificación Institucional


2. RESULTADOS
DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO PARA LA
PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN EN EL PODER JUDICIAL


Ambiente de control orientado a la prevención de la corrupción
2.1. De acuerdo con las Normas de Control Interno para el


Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) , el ambiente de15


control comprende el conjunto de factores
organizacionales que propician una actitud positiva y de
apoyo al Sistema de Control Interno (SCI) y a una
gestión institucional que permita una rendición de
cuentas efectiva . Además, es considerado como uno16


de los principales componentes del control interno, dado
que responde al comportamiento y a la cultura
organizacional de la institución, los cuales resultan
factores claves para prevenir y detectar actos de
corrupción en la institución.


2.2. Para evaluar este componente se consideraron los
factores organizacionales que se describen en la figura
adjunta.


16 Numeral 2.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
15 Publicadas en La Gaceta n.° 26 del 6 de febrero de 2009.


- 11 -







2.3. Respecto de los factores de objetivos estratégicos y el de ética institucional, es
responsabilidad del jerarca y los titulares subordinados el ejercicio y la promoción de la
integridad y de los valores éticos en la organización a través de procesos de mejora del
SCI. Además, la prevención de la corrupción debe vincularse con el proceso de
planificación institucional que considere entre otros aspectos objetivos, metas, e
indicadores de desempeño establecidos con base en un conocimiento del ambiente
interno y externo y de los riesgos correspondientes. La existencia y claridad de estos
aspectos resulta indispensable para que las actividades administrativas se sujeten a ellos
y les den cumplimiento.17


2.4. Sumado a ello, la Metodología para el diseño de estrategia institucional enfocada en la
creación de valor público , define la estrategia organizacional como el conjunto de18


acciones (intervenciones) interrelacionadas sistemáticamente que coadyuvan a una
adecuada toma de decisiones, que se ejecutan por parte de la institución, para alcanzar
los mejores resultados posibles que impacten el bienestar de una determinada población,
ya sean usuarios específicos o la ciudadanía en general.


2.5. En lo que corresponde al factor de capacitación e inducción continua la Ley Marco de
Empleo Público, n.° 10159 en su artículo 23, señala que dentro de los postulados rectores
que orientan los procesos de formación y capacitación, se encuentra el de la formación
destinada a garantizar los aprendizajes individuales y colectivos necesarios para el logro
de los objetivos institucionales, desarrollando las competencias de las personas para
concientizar sobre los riesgos de corrupción inherentes a su desempeño.


2.6. Finalmente, sobre el factor de estructura acorde con las necesidades y dinámicas
instituciones, el marco normativo establece que es responsabilidad del jerarca y los
titulares subordinados su establecimiento, la cual debe expresar de forma clara las
relaciones de jerarquía, asignar autoridad y responsabilidad de los funcionarios, fijar las
líneas de dependencia y coordinación, así como la relación con otros elementos que
conforman la institución y los canales adecuados de comunicación para que toda la
estructura funcione correctamente.19


2.7. En complemento de lo anterior, la Administración debe documentar, mantener
actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los procedimientos en donde
se establezca la estructura y los aspectos antes indicados .20


2.8. De la revisión efectuada, en cuanto a los objetivos estratégicos para direccionar a la
institución a la prevención de la corrupción, se evidenció que la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia, se encuentra alineada al Plan


20 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 15, inciso b), punto i.


19 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, incisos c), d) y Normas de Control Interno para el
Sector Público, 2.1, inciso d), 2.5, 2.5.1.


18 Del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, pág 8, 2019.


17 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, inciso a), Normas de Control Interno para el Sector
Público, 2.3, 2.3.1, 2.3.2, 2.3.3, 3.3 y Dictamen C-335-2003 del 28 de octubre de 2003 de la Procuraduría
General de la República.
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Estratégico Institucional (PEI) 2019-2024 . Al respecto, el Poder Judicial definió el “Tema21


estratégico 2: Confianza y probidad en la justicia”, cuyo objetivo es fortalecer la confianza
de la sociedad con probidad en el servicio de justicia, para contribuir con el desarrollo
integral y sostenible del país. Además, como parte de ese eje estratégico se estableció
entre otras, la acción estratégica de “Probidad y anticorrupción”, con el objetivo de diseñar
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial.


2.9. Por su parte, en lo correspondiente a la ética institucional se evidenció que el Poder
Judicial estableció y divulgó factores tales como la visión, misión y los valores
institucionales ; así como el Código de Ética Judicial , orientados a la promoción y el22 23


fortalecimiento de la ética. A su vez, en el 2023 el Subproceso de Ambiente Laboral24
incorporó en los estudios de ambiente laboral ítems relacionados con la ética, los valores
y los conflictos de interés.


2.10. En relación con los programas de inducción y capacitación, para el fortalecimiento de
la competencia ética y la prevención de la corrupción en el personal judicial, el Poder
Judicial ha desarrollado diversas capacitaciones en temas relativos a la integridad,
conflictos de interés, ética y anticorrupción (el detalle de las capacitaciones se muestra en
el anexo 1). También, ha implementado campañas de divulgación y ha sensibilizado al
personal judicial en dichos temas.


2.11. Asimismo, a partir del análisis de los resultados obtenidos del formulario sobre las
actividades de control para la prevención de la corrupción, aplicado por el Órgano
Contralor a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, se observó que el
68,63% (175) de las 255 personas que respondieron dicho formulario han recibido al
menos una capacitación sobre actividades de control. Al respecto, el 51,37% (131)
personas manifestaron haber recibido capacitación sobre la Regulación para la
prevención, identificación y la gestión de conflictos de interés; un 33,33% (85) acerca de
la Política Axiológica, un 18,43% (47) sobre la Política de Integridad y Anticorrupción y un
9,01% (23) en la Política de Justicia Abierta.


2.12. Ahora bien, en lo que respecta al factor de estructura, el Poder Judicial cuenta con varias
instancias, que de acuerdo con las responsabilidades asignadas al momento de su
creación, así como en instrumentos posteriores , tienen funciones vinculadas con la25


prevención de la corrupción, dentro de las cuales se encuentran:


25 Por ejemplo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de Acción.


24 Oficina adscrita a la Dirección de Gestión Humana y responsable de los estudios de ambiente laboral
en las oficinas judiciales.


23 La última versión fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 44 del 21 de octubre de 2019,
artículo 18. Disponible en el sitio web de la institución.
https://eticayvalores.poder-judicial.go.cr/index.php/codigo-de-etica


22 Disponibles en el siti web de la institucion:
https://pj.poder-judicial.go.cr/index.php/informacion-institucional/vision-mision-y-valores-del-poder-judicial


21 Mediante boletines de la Dirección de Planificación del Poder Judicial se comunican a las personas
funcionarias judiciales los avances del PEI y los temas estratégicos de la institución.
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● La Oficina de Control Interno , órgano responsable de la rectoría, el monitoreo,26


seguimiento y evaluación de los resultados que genera el Modelo de Gestión de
Riesgos Estratégicos ; a su vez es la encargada de asesorar al jerarca institucional27


y al Consejo Superior, en materia de control interno y gestión integral de riesgo; así
como formar y asesorar a los equipos de gestión de riesgos en los despachos y
oficinas judiciales del país, utilizando el marco orientador y la metodología del
SEVRI-PJ, entre otras funciones.


● La Oficina de Cumplimiento , que como parte de la gestión de la integridad judicial,28


cuenta con un mecanismo con enfoque preventivo, la cual se ocupa de la gestión
del riesgo de corrupción, a través de la identificación de amenazas provenientes de
la corrupción, fraude interno, las faltas a la ética y probidad, así como su prevención
y control, a partir de la implementación del “Modelo para la Gestión de Riesgos de
Corrupción en el Poder Judicial”, entre otras funciones.


● La Secretaría Técnica de Ética y Valores , orienta, asesora, recomienda y dicta29


políticas y directrices en materia ética y axiológica en el Poder Judicial. Asimismo,
tiene a cargo el diseño, implementación y seguimiento del Sistema de Gestión Ética
Institucional.


● Instancias ejecutoras, que son las dependencias del Poder Judicial a quienes
corresponde implementar las acciones para prevenir la corrupción.


2.13. Particularmente, la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial establece la
adopción de prácticas para fortalecer la gestión judicial y fortalecer una cultura de
integridad, y en el plan de acción de la misma, se identifican los responsables y las
relaciones de coordinación para cada acción a implementar. Adicionalmente, mediante
oficio n.° 152-P-2024 del 19 de abril de 2024, el Poder Judicial indica las dependencias
organizativas responsables de cada área temática de la Política bajo mención, lo cual
evidencia que cuenta con la definición de las relaciones jerárquicas y líneas de
dependencia y coordinación de las instancias que tienen funciones asignadas en la
materia.


2.14. Sin embargo, como resultado de las entrevistas, el taller desarrollado por la Contraloría
General el 19 de diciembre de 2023 y el formulario sobre actividades de control para la
prevención de la corrupción aplicado por el Órgano Contralor a 255 personas funcionarios
judiciales, se identificó una débil coordinación y comunicación entre las instancias que


29 Creada por acuerdo de Corte Plena en la sesión n.° 18-2006 del 3 de abril del 2006, artículo II.


28 Adscrita a la Comisión de Transparencia. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 09-2019 del
4 de marzo de 2019, artículo XX.


27 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113). El modelo es
parte de un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica del Poder Judicial, su alcance se
encuentra enfocado en la gestión de riesgos estratégicos de la institución con base en la metodología
SEVRI.


26 Adscrita al Consejo Superior. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión 10-2006 del 29 mayo de
2006, artículo XXXIX.
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poseen funciones vinculadas con la prevención de la corrupción, y tienen a su cargo no
solo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, sino también los demás
instrumentos en la materia. Particularmente, no se cuenta con acciones conjuntas para
realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, que involucra las etapas de
identificación, análisis, evaluación, administración y seguimiento.


2.15. Adicionalmente, los resultados del formulario aplicado mostraron que un 83,53% (213) de
las 255 personas funcionarias judiciales que respondieron el formulario, manifestaron que
no conocían las instancias encargadas de promover y fortalecer una cultura institucional
dirigida a la prevención de la corrupción en el Poder Judicial, y el 16,47% (42) personas, a
pesar de que señalaron que conocen alguna instancia, no tienen claro la función para la
cual fueron creadas.


2.16. La debilidad encontrada obedece a que la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento no han definido canales de comunicación, aspectos de coordinación
indispensable, y puntos de interacción de las instancias, que conjugue los esfuerzos y
potencie las relaciones entre dichas instancias en materia de gestión de riesgos de
corrupción, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto
contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y
de una cultura anticorrupción.


2.17. También obedece a que, el Reglamento de Funcionamiento de la Oficina de Cuplimiento
se encuentra pendiente de aprobación por parte de la Corte Plena, mientras que en el
caso de la Oficina de Control Interno se indicó que sus funciones se encuentran
establecidas en la Ley General de Control Interno, n.° 8292 , en el “Informe sobre la30


estructura, labores, funcionamiento y ubicación orgánica de la Unidad de Control Interno”
, y en la página web del Poder Judicial, en el apartado correspondiente a esa Oficina ,31 32


sin estar las funciones de la Oficina de Control Interno reguladas en un único documento.


2.18. Por otra parte, el Poder Judicial en el oficio n.° 152-P-2024, de previa cita, indicó que el
proceso de comunicación y divulgación de la estructura organizativa relacionada con la
atención del fenómeno de la corrupción, y la comunicación de los roles de cada instancia
requiere mayor continuidad.


2.19. Además, cabe mencionar que el Consejo Superior en la sesión n.° 84-2022 del 27 de
setiembre del 2022, ordenó a la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de los
perfiles de puesto de las plazas asignadas a la Oficina de Cumplimiento. No obstante,
según el oficio n.° PJ-DGH-CAP-463-2023 del 19 de septiembre de 2023 dicho estudio se
encuentra en proceso por parte de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de
Gestión Humana.


2.20. En consecuencia, la situación descrita podría limitar el desarrollo, implementación,
seguimiento y evaluación de acciones para propiciar una cultura organizacional enfocada
en la prevención de la corrupción; así como contar con una estructura institucional


32 https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/conozcanos.
31 Conocido por el Consejo Superior en sesión n.° 24-2017 del 14 de marzo del 2017, artículo LVIII.
30 Oficio n.° DP-692-2023 del 26 de octubre de 2023.
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coherente e integrada que fortalezca el SCI para la prevención de la corrupción. Además,
no permite asegurar la ejecución de las responsabilidades en materia de prevención de la
corrupción, y debilita el funcionamiento del SCI para la prevención de la corrupción.


Valoración de riesgos de corrupción
2.21. La valoración de riesgos es la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la


institución, tanto de fuentes internas como externas relevantes para la consecución de los
objetivos; deben ser realizados por el jerarca y los titulares subordinados, con el fin de
determinar cómo se deben administrar dichos riesgos .33


2.22. El proceso de valoración de riesgos permite a las instituciones prevenir, detectar y corregir
irregularidades que puedan debilitar el SCI institucional. La importancia de este proceso
se centra en que permite la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la
institución, así como en determinar la forma en que deben ser administrados, pues
podrían afectar la consecución de los objetivos institucionales, e impactar negativamente
el valor público brindado a la ciudadanía.


2.23. Adicionalmente, un proceso de valoración de riesgos es permanente y participativo , e34


involucra las siguientes fases: identificación, análisis, evaluación, administración, revisión,
documentación y comunicación de los riesgos institucionales .35


2.24. El artículo 14 de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, dispone que el jerarca y los
titulares subordinados deben identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al
logro de los objetivos y las metas; analizar el efecto posible de los riesgos, su importancia
y la probabilidad; definir acciones para administrarlos; y adoptar las medidas para el
funcionamiento adecuado del sistema de valoración del riesgo.


2.25. De igual manera, el artículo 18 de la citada Ley, señala el deber de las instituciones de
contar con un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por
áreas, sectores, actividades o tareas, que permita identificar el nivel de riesgo
institucional, su análisis y administración. Además, según el artículo 19 de la Ley, cuando
se haya establecido el SEVRI, el jerarca y los titulares subordinados deben adoptar las
medidas necesarias para su adecuado funcionamiento, con el objetivo de ubicarse al
menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.


2.26. A su vez, de acuerdo con la norma 3.2 de las Normas de Control Interno para el Sector
Público (N-2-2009-CO-DFOE), el SEVRI debe presentar las características e incluir los
componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable; también,
someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su
efectividad continua y promover su perfeccionamiento.


35 Directriz 4.1 de las Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema
Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE.


34 Numeral 3.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
33 Ley General de Control Interno, n.° 8292.
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2.27. En esos términos, se debe considerar lo establecido en las directrices 2.1, 2,2 y 2,4 de las
Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema Específico
de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE , acerca del36


establecimiento del SEVRI para la identificación, análisis, evaluación, administración,
revisión, documentación y comunicación de los riesgos institucionales relevantes, de
forma que permita generar información actualizada sobre los riesgos institucionales
asociados al logro de los objetivos y metas; el comportamiento del nivel de riesgos
institucional; y las medidas para administrarlos. Además, de lo señalado anteriormente
también es necesario observar el cumplimiento de la directriz 2.6, en cuanto a que el
SEVRI debe tener la capacidad de procesar de forma ordenada, consistente y confiable
todos los datos, internos y externos, requeridos para cumplir su objetivo con un nivel de
seguridad razonable.


2.28. También, la directriz 3.3, establece el deber institucional de contar con una estructura
organizacional que apoye la operación del SEVRI, así como promover una cultura
favorable. Para lo anterior, la institución debe promover al menos conciencia en los
funcionarios de la importancia de la valoración del riesgo para el cumplimiento de los
objetivos de la institución; uniformidad en el concepto de riesgo en los funcionarios;
actitud proactiva que permita establecer y tomar acciones anticipando las consecuencias
que eventualmente puedan afectar el cumplimiento de los objetivos; responsabilidades
definidas claramente en relación con el SEVRI para los funcionarios de los diferentes
niveles de la estructura organizacional; y mecanismos de coordinación y comunicación
entre los funcionarios y las unidades internas para la debida operación del sistema.


2.29. Asimismo, la directriz 4.2 sobre identificación de riesgos determina que la identificación de
los eventos que podrían afectar de forma significativa el cumplimiento de los objetivos
institucionales, debe organizarse de acuerdo con la estructura de riesgos institucional
previamente establecida.


2.30. Por su parte, el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial, señala como objetivo de la valoración de riesgos
“Gestionar apropiadamente los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro
de los objetivos del Poder Judicial, a través del uso del Sistema específico de valoración
del riesgo institucional (SEVRI-PJ) para generar información confiable y oportuna que
soporte el proceso de toma de decisiones y el logro de un nivel de riesgo organizacional
bajo aceptable, de conformidad con la normativa vigente aplicable y el respeto de los
derechos de las personas usuarias”.


2.31. Tomado en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que, si
bien el Poder Judicial ha desarrollado una serie de acciones encaminadas a gestionar el37


riesgo de corrupción en procesos sensibles, dado el impacto que este tipo de eventos


37 Entendidas como las acciones aprobadas desde la alta dirección del Poder Judicial, dirigidas a
enfrentar los actos de corrupción.


36 Publicadas en La Gaceta n.° 134 del 12 de julio de 2005.
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puede tener en la administración de justicia, la institución no realiza una gestión integral38
de riesgos de corrupción, por cuanto la valoración de algunos de esos riesgos se efectúa
de forma separada del SEVRI-PJ, lo que a su vez imposibilita identificar el nivel de riesgo,
tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento.


2.32. En ese sentido, se evidenció que los riesgos de corrupción identificados en el proceso de
contratación administrativa del Departamento de Proveeduría de la Dirección Ejecutiva y
en 22 Administraciones Regionales , a partir de la implementación del “Modelo para la39


Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial” , no se incorporaron en el40


SEVRI-PJ.


2.33. Adicionalmente, se determinó que a partir del marco orientador del SEVRI-PJ que
establece dentro de su estructura entre otros el riesgo de integridad , y el portafolio de41


riesgos institucional , que contempla riesgos relacionados con la gestión ética, algunas42


oficinas y despachos judiciales identifican riesgos de corrupción en el SEVRI-PJ desde
una perspectiva general, como parte de la valoración de riesgos operativos y estratégicos,
y otras realizan un ejercicio particular sobre la identificación de riesgos de corrupción
dentro de la valoración de riesgos institucional. No obstante, no a todos esos riesgos se
les diseña acciones para gestionarlos, tampoco se les da seguimiento oportuno por parte
de las instancias competentes.


2.34. Es así que, algunos riesgos de corrupción en el Poder Judicial no se consideran en la
valoración de riesgos institucional a través del uso del SEVRI-PJ, o bien, se integran de
manera parcial, proceso que requiere ser permanente y participativo.


2.35. Al respecto, cabe indicar que a partir del acuerdo 50-2020 del 7 de setiembre de 2020,
artículo XVIII de la Corte Plena, la Institución orientó la gestión de los riesgos en
instancias responsables y señaló, como lo indica la recomendación 6.17 del informe 1183-
PLA-PE-2020 de la Dirección de Planificación :43


6.17. Instar la coordinación de sesiones de trabajo con la Oficina de
Cumplimiento y con la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de
la Información, con el fin de que se trabaje de manera integrada y


43 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113).


42 La Corte Plena en la sesión n.° 42-2023 del 11 de setiembre de 2023, artículo XXI, aprobó la versión
actualizada de la Estructura y el Portafolio de Riesgos.


41 Definido como los riesgos propios de la conducta de las personas que laboran para la organización e
incluye asuntos tales como corrupción, conflictos de intereses, actuaciones no autorizadas, negligencia y
falta de colaboración.


40 En fase 1, que se centra en la identificación de riesgos de corrupción, el análisis de la probabilidad y el
impacto, y la definición de la zona de riesgo. Pretende ser aplicado en los procesos críticos y sensibles de
la institución por su exposición a este tipo de riesgos, y que sirva de insumo para la mejora en los
procesos y controles aplicados.


39 A partir de los resultados del estudio que ha venido realizando el Poder Judicial para identificar los
procesos vulnerables.


38 De acuerdo con la Ley General de Control Interno, n.° 8292, el SEVRI debe contemplar todos los tipos
de riesgos que puedan comprometer la obtención de las metas y objetivos institucionales.
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entrelazada la gestión de los riesgos institucionales con la gestión de los
Riesgos de Continuidad y los Riesgos de Corrupción.


2.36. Lo anteriormente expuesto, se atribuye a que el Poder Judicial no ha tomado acciones
para que todas las oficinas y despachos judiciales identifiquen e incorporen en el
SEVRI-PJ los riesgos de corrupción asociados a su gestión; ni para que la valoración de
riesgos de corrupción realizada por la Oficina de Cumplimiento, también sea incorporada
a dicho sistema. Lo indicado de forma tal que permita realizar una valoración de riesgos
de corrupción integral a través del SEVRI-PJ, de conformidad con los artículos 14 y 18 de
la Ley General de Control Interno, n.° 8292 y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial.


2.37. Las situaciones determinadas, limitan la identificación, valoración y seguimiento oportuno
de los riesgos de corrupción. Además, no existe garantía de que se atiendan los riesgos
de corrupción en los procesos o áreas más vulnerables de la institución, lo que podría
llevar a que, por la inexistencia de acciones, dichos riesgos se materialicen. También,
debilita el SCI, incidiendo en la consecución de los objetivos institucionales, la rendición
de cuentas y la toma de decisiones.


Actividades de control para la prevención de la corrupción
2.38. Las actividades de control comprenden las políticas, los procedimientos y los


mecanismos, las cuales contribuyen a asegurar razonablemente la operación y el
fortalecimiento del SCI y el logro de los objetivos institucionales. Dichas actividades deben
ser dinámicas, a fin de introducirles las mejoras que procedan en virtud de los requisitos
que deben cumplir para garantizar razonablemente su efectividad .44


2.39. En esos términos, se debe considerar primeramente el artículo 11 de la Constitución
Política de la República de Costa Rica, el cual reza que “La Administración Pública, en
sentido amplio, está sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición
de cuentas (...)”.


2.40. Además, la Ley General de Control Interno n.° 8292, en su artículo 12, inciso b), hace
hincapié en el deber del jerarca y los titulares subordinados de tomar las medidas
correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades en el SCI.


2.41. Por otro lado, el Reglamento General del Sistema Nacional de Planificación, n.°
37735-PLAN , en su artículo 28, inciso j), señala que dentro las funciones de las45


Unidades de Planificación Institucional (UPI), está el proponer iniciativas de evaluación
que sirvan para analizar los efectos de las estrategias y de las políticas que han sido
implementadas. Asimismo, el artículo 67, inciso b), indica que las instituciones tienen la
responsabilidad de desarrollar funciones de monitoreo, seguimiento y evaluación de
políticas, planes, programas y proyectos estratégicos, con el fin de fortalecer la gestión
institucional y la rendición de cuentas.


45 Del 6 de mayo de 2013.
44 Norma 4.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE).
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2.42. De igual manera, las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE) en su norma 4.4, establece que se deben diseñar, adoptar, evaluar
y perfeccionar las actividades de control a fin de asegurar razonablemente que se
recopile, procese, mantenga y custodie información de calidad sobre el funcionamiento
del SCI y sobre el desempeño institucional, así como que esa información se comunique
con la prontitud requerida a las instancias internas y externas respectivas.


2.43. Además, la norma 4.5 de esas mismas normas, indica el deber de establecer actividades
de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional, y la norma
4.5.1, también señala el deber de ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de
la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como
emprender acciones necesarias para conseguir los objetivos. Mientras que la norma 5.7,
estipula que los procesos para asegurar razonablemente la comunicación de la
información a las instancias pertinentes, deben basarse en un enfoque de efectividad y
mejoramiento continuo.


2.44. A su vez, el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial , en cuanto46


al proceso de Evaluación, indica que la instancia rectora de la política debe definir la
periodicidad y la frecuencia de las evaluaciones a realizar para medir los resultados e
impacto esperados producto de la implementación de la Política Institucional, así como
presentar un informe de seguimiento y evaluación semestral a la Dirección de
Planificación, con el fin de velar por la rendición de cuentas y alineamiento con el PEI de
las Políticas Institucionales vigentes.


2.45. Asimismo, el modelo citado en el párrafo anterior, señala que la evaluación es un proceso
de observación, medición, análisis e interpretación de los resultados alcanzados por la
implementación de la política institucional, y su utilidad se basa en generar insumos para
la toma de decisiones de los órganos jerárquicos. A su vez, indica que la metodología de
evaluación debe ir orientada a la verificación de los resultados alcanzados a partir del
cumplimiento de acciones de la política, que están al alcance a partir del seguimiento por
medio del PEI y los PAO.


2.46. De conformidad con lo indicado en la Metodología para la evaluación por resultados en el
Poder Judicial , la evaluación por resultados se concibe como una valoración sistemática47


sobre el diseño, la ejecución y los resultados de la política con base en un conjunto de
criterios de valores preestablecidos. Esta valoración genera recomendaciones basadas en
evidencias, para apoyar la toma de decisiones y mejorar la gestión pública.


47 Aprobada por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 del 08 de febrero de 2022, artículo V. La
metodología se propuso con el el fin de cubrir la necesidad que tiene la institución de poseer una guía
para llevar a cabo una evaluación por resultados, que permita valorar los beneficios esperados en una
línea de tiempo, con la cual se sopese el costo de oportunidad de continuar, modificar o suspender la
implementación de los esfuerzos de una oficina o despacho, materializados en planes, proyectos o
iniciativas.


46 Aprobado por la Corte Plena en la sesión n.° 02-2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXIII. El
Modelo se constituye como uno de los componentes del Modelo de Gestión Estratégica Institucional,
aprobado en la sesión de la Corte Plena n.° 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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2.47. También, de acuerdo con la citada metodología, se tiene como responsable de evaluar
estratégicamente las Políticas Institucionales , a la Dirección de Planificación, y a todas48


las oficinas del Poder Judicial que deseen, realizar una evaluación por resultados
operativos.


2.48. Aunado a lo anterior, el Marco conceptual y estratégico para el fortalecimiento de la
Gestión para Resultados en el Desarrollo en Costa Rica , indica que la medición de49


resultados es fundamental para tomar decisiones oportunas y confiables sobre la
implementación de las intervenciones públicas (planes, políticas, programas y proyectos),
considerando los resultados obtenidos referidos al producto logrado y a los efectos e
impactos generados en los beneficiarios de la acción estatal. Lo anterior, con el fin de
decidir si se debe o no continuar con una intervención, si los recursos públicos se han
ejecutado apropiadamente, si se requieren realizar ajustes y en cuáles áreas.


2.49. Por otra parte, el Modelo para el mejoramiento de la Gestión Institucional , señala que50


para conocer si la estrategia y la gestión organizacional están brindando los resultados
esperados, se deben realizar procesos de medición, análisis y mejora, así como una
evaluación, que permita tomar decisiones oportunas respecto al accionar institucional. Es
por esto, que el seguimiento y la evaluación son herramientas de gestión necesarias que
permiten desarrollar aprendizaje organizacional y lograr articular los procesos a la mejora
continua, tanto en las acciones que se encuentran en desarrollo, como en las fases de
programación, planificación y desarrollo de políticas.


2.50. En ese sentido, se observó que el Poder Judicial como parte de las actividades de control
ha desarrollado políticas institucionales para la atención de las necesidades de
prevención de la corrupción, tales como la Política de Integridad y Anticorrupción, la
Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica (ver imagen 2), las cuales, a su vez,51


cuentan con planes de acción vinculados al PEI 2019-2024 y al Plan Anual Operativo52


(PAO). Los aspectos generales de dichas políticas se resumen en la siguiente imagen.


52 De acuerdo con el informe n.° 1392-PLA-EV-2023 acerca del seguimiento a las políticas institucionales
del Poder Judicial del 2023, aprobado por Consejo Superior en sesión n° 02-2024 del 11 de enero de
2024, artículo XXVII, contar con planes de acción vinculados a la estrategia, permite un control del
cumplimiento de estos, debido a que el sistema permite por medio de objetivos operativos del PAO dar
cumplimiento y registrar los porcentajes de avance de cada plan de acción de una determinada política.


51 Según la RAE, axiología se define como el estudio de la naturaleza de los valores y de los juicios
valorativos.


50 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, Área de Modernización del
Estado. San José, CR: MIDEPLAN, 2017. Página 98.


49 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica. Ministerio de Hacienda.
Comisión Interinstitucional. San José, CR: MIDEPLAN-MINHAC, 2016, Página 20.


48 Según el Modelo de Gestión Estratégica.
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Imagen n.° 2
Políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la


corrupción en el Poder Judicial


Fuente: Elaboración propia.


2.51. Tomando en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que,
si bien el Poder Judicial cuenta con el Modelo de Gestión de Políticas institucionales y la
Metodología para la evaluación por resultados en el Poder Judicial, no se obtuvo
evidencia de que los rectores de las citadas políticas, hayan efectuado evaluaciones
sobre la efectividad de los resultados de las políticas en la prevención de la corrupción en
el Poder Judicial, con el objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y
recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del SCI. Lo anterior, en
razón de que la Política Axiológica fue aprobada en el 2011 y la Política de Justicia Abierta
en el 2018.


2.52. En ese sentido, a partir del informe n.° 874-PLA-EV-2023 “Evaluación a las Políticas53


Institucionales 2022”, se evidenció que las evaluaciones anuales realizadas por el
Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, tienen como objetivo
determinar el avance del cumplimiento de una política de acuerdo con sus metas
estratégicas y operativas en un periodo determinado, y no se refieren a la efectividad de
los resultados de las políticas, tal como se indicó en el párrafo anterior.


53 Del 23 de agosto de 2023. Aprobado por el Consejo Superior sesión n.° 77-2023 celebrada el 19 de
setiembre del 2023,artículo XLIV.
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2.53. Adicionalmente, como parte del diseño de dichas políticas se observó que la Política de
Justicia Abierta indica en su apartado 6.2 “Funciones de la Comisión de Justicia Abierta”
que dicha Comisión debe liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la
implementación de esta política, entre los cuales se encuentra el sistema de evaluación y
seguimiento con monitoreo ciudadano; sin embargo, se encuentra pendiente. Asimismo,
la Política de Integridad y Anticorrupción, en su apartado 9 “Seguimiento y Evaluación de
la Política Institucional Anticorrupción”, señala que la Comisión de Transparencia debe
establecer como criterios de medición de resultados e impacto de la implementación de la
política: la periodicidad y frecuencia de las evaluaciones, la verificación de cumplimiento
de metas, las acciones u objetivos, la eficiencia de las acciones y su sostenibilidad; así
como el proceso de rendición de cuentas ante la Dirección de Planificación, no obstante,
dichos criterios no han sido definidos. Por otra parte, la Política Axiológica no cuenta con
un apartado que haga mención a la evaluación de dicha política.


2.54. Las debilidades descritas obedecen a que los rectores de la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, no han operativizado la evaluación de
dichas políticas, con el propósito de identificar si los resultados son efectivos en la
prevención de la corrupción. Lo anterior, pese a que el Poder Judicial definió en el PEI
2019-2024 objetivos estratégicos que direccionan a la institución a la prevención de la
corrupción.


2.55. En consecuencia, genera el riesgo de no contar con información oportuna para la toma de
decisiones y la rendición de cuentas hacia las partes interesadas internas y externas
sobre la efectividad de las políticas y el logro de los objetivos estratégicos asociados a
dichas políticas, lo cual podría incidir en el mejoramiento de la gestión pública, en la
transparencia y en la generación de valor público, así como en la corrección, eficiencia y
mejora continua del SCI. Además, podrían eventualmente incidir en que no se aborde
eficazmente desde una perspectiva integral los problemas o desafíos existentes en
materia de prevención de la corrupción.


Sistemas de información para la prevención de la corrupción
2.56. La Ley General de Control Interno, n.° 8292, en su artículo 16, establece el deber de


contar con sistemas de información que permitan a la administración activa tener una
gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades
realizadas con el fin de controlar, almacenar y recuperar de modo adecuado la
información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades,
con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.


2.57. En ese sentido, la norma 5.4, de las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE), señala el deber del jerarca y los titulares subordinados de asegurar
razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión
documental, mediante la cual se ejerza control, se almacene y se recupere la información
de manera oportuna y eficiente, y de conformidad con las necesidades institucionales.
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2.58. Asimismo, la norma 5.6 de esas mismas normas, también señala el deber del jerarca y los
titulares subordinados de asegurar razonablemente, que los sistemas de información
contemplen los procesos para recopilar, procesar y generar información que corresponda
a las necesidades de los distintos usuarios. Además, indica que dichos procesos deben
estar basados en un enfoque de efectividad y mejoramiento continuo.


2.59. Por otra parte, de acuerdo con la norma 5.8, el jerarca y los titulares subordinados deben
disponer de controles para que los sistemas de información garanticen razonablemente
entre otros aspectos, la calidad de la información y de la comunicación, la seguridad y una
clara asignación de responsabilidades.


2.60. Al respecto, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con sistemas automatizados, tales
como el “Sistema PEI” y el “Sistema PAO” , para integrar la gestión de las políticas54 55


institucionales, dentro de las cuales se encuentran las políticas para la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, a saber: la Política de Integridad y
Anticorrupción, la Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica, con los instrumentos
de planificación institucional (PEI y PAO). De esa manera, las instancias rectoras de las
políticas reportan a través de los Sistemas PAO y PEI la información que respalda la
efectiva implementación de dichas políticas.


2.61. Es así como, al estar vinculados el plan de acción de una determinada política a la
estrategia institucional, los Sistemas PAO y PEI, permiten por medio de objetivos
operativos del PAO dar seguimiento y cumplimiento de los objetivos y metas definidas en
los planes de acción de dichas políticas. Asimismo, determinan el nivel de avance de una
política de acuerdo con sus metas asociadas.


2.62. Además, de acuerdo con lo señalado en los informes que emite el Subproceso de
Evaluación de la Dirección de Planificación sobre el seguimiento a las políticas
institucionales del Poder Judicial, los Sistemas PEI y PAO generan reportes de cada
responsable estratégico, así como de cada oficina y despacho judicial responsable de
brindar la información de cada meta operativa, respectivamente, esto con el fin de
recopilar y analizar las evidencias sobre las actuaciones realizadas durante el período de
ejecución de las metas vinculadas a las políticas.


2.63. Por otra parte, se evidenció que existe un sistema informático denominado “Sistema
SEVRI”, el cual a su vez se encuentra vinculado con los sistemas de planificación
institucional (Sistema PEI y Sistema PAO).


55 Sistema para la formulación y seguimiento del PAO, por medio de dicho sistema el Poder Judicial
elabora e integra el PAO con el PEI 2019-2024 lo cual permite comprobar el alineamiento de ambas
herramientas de planificación.


54 Integra en forma automática a todos los elementos del Modelo de Gestión Estratégica (Planificación
Operativa, Presupuesto, Políticas, Innovación, Riesgos Institucionales).
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Seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción
2.64. El seguimiento del SCI se entiende como las actividades que se realizan para valorar la


calidad del funcionamiento de dicho sistema. En ese sentido son deberes del jerarca y los
titulares subordinados, entre otras, realizar continuamente las acciones de control y
prevención en el curso de las operaciones normales, y las autoevaluaciones al menos una
vez al año, que conduzcan al perfeccionamiento del Sistema, según el artículo 17 de la
Ley General de Control Interno, n.° 8292.


2.65. Por su parte, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE),
en sus normas 6.1 y 6.2, hacen hincapié en el deber del jerarca y los titulares
subordinados en cuanto a diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI,
actividades permanentes y periódicas de seguimiento para valorar la calidad del
funcionamiento de los elementos del Sistema; y definir las estrategias y los mecanismos
necesarios para el efectivo funcionamiento del componente de seguimiento.


2.66. La norma 6.3, establece que las actividades de seguimiento del SCI, deben incluir la
comprobación de que se están cumpliendo las actividades de control, y las
autoevaluaciones periódicas en las que se verifiquen el cumplimiento, validez y suficiencia
del Sistema.


2.67. En relación con lo indicado anteriormente, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con
el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales, conformado por cuatro fases, dentro de
las cuales se destaca la “Fase 4: Seguimiento y evaluación”, donde se establece la forma
en que se dará seguimiento a los compromisos establecidos en el plan de acción de las
políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción.


2.68. En ese sentido, se evidenció que el Subproceso de Evaluación de la Dirección de
Planificación, realiza un seguimiento semestral a las políticas institucionales vinculadas56


con la estrategia institucional, el cual permite valorar el grado de cumplimiento de las
metas estratégicas y operativas asociadas a cada política, que se encuentran en proceso
de ejecución en un periodo determinado, así como el nivel de avance de una política,
reportado por las instancias responsables.


2.69. El seguimiento a dichas políticas se realiza por medio de los Sistemas PAO y PEI, los
cuales permiten tanto a las oficinas responsables de los objetivos operativos, completar
los avances en el cumplimiento de objetivos y metas, como a las instancias rectoras de la
política Institucional, verificar la información proporcionada por dichas oficinas, y así tomar
las medidas necesarias para la efectiva implementación de la política.


2.70. Asimismo, se evidenció que el citado Subproceso de Evaluación, como parte de los temas
que atiende, ha emitido diversos informes de seguimiento con los resultados obtenidos57


57 Los informes se ponen a conocimiento del Comité de Planeación Estratégica y la Corte Plena.


56 El seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial pertenece a uno de los eslabones del
Modelo de Gestión Estratégica para la implementación del PEI 2019-2024.
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de la gestión de las políticas institucionales, y el desglose porcentual del avance de las
metas estratégicas asociadas a cada política; a partir de los indicadores de cumplimiento
y avance establecidos.


2.71. Por otra parte, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con un “Proceso de
Autoevaluación Institucional (PAI)” en todos los ámbitos del Poder Judicial (Administrativo,
Auxiliar de Justicia y Jurisdiccional, cuya formulación se realiza anualmente en los meses
de noviembre y diciembre, y el seguimiento de enero a octubre. De acuerdo con lo
indicado por la Oficina de Control Interno, dicho proceso permite conocer el grado de58


cumplimiento de las Normas de Control Interno sometidas a verificación en las diferentes
oficinas y despachos judiciales, y en caso de encontrarse desviaciones, se diseñan
oportunamente propuestas de mejora o acciones correctivas, orientadas tanto al
fortalecimiento del SCI, como al logro de los objetivos planificados.


3. CONCLUSIÓN


3.1. Con base en evidencia suficiente y apropiada de auditoría, obtenida por la Contraloría
General, se concluye que el Poder Judicial cumple parcialmente con los criterios que
forman parte del marco normativo aplicable, relacionado con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción.


3.2. Lo anterior por cuanto, si bien se observaron resultados positivos en relación con los
componentes de sistemas de información y seguimiento del SCI; se identificaron
debilidades en los componentes de ambiente de control, valoración de riesgos y
actividades de control. Para ello, resulta necesario implementar acciones con el fin de
disminuir la vulnerabilidad a la corrupción y reducir los niveles de susceptibilidad de la
institución.


3.3. En ese sentido, pese a que el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones vinculadas con la prevención de la corrupción y ha diseñado distintos
instrumentos orientadores para la definición de la estructura y la estrategia que guían el
quehacer en materia de prevención de la corrupción, es necesario fortalecer la
coordinación y comunicación interna entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento, de forma tal que ejecuten acciones de manera conjunta, principalmente las
asociadas a la valoración de riesgos de corrupción institucional. Al respecto, se destaca la
importancia de tomar acciones para que exista claridad sobre los roles y puntos de
interacción entre esas instancias en dicha materia.


3.4. También se determinó que la valoración de algunos riesgos de corrupción se realiza de
forma separada del SEVRI-PJ, de manera tal que no permite una gestión integral del
riesgo de corrupción institucional, a pesar de la existencia de otras metodologías para la
gestión de riesgos de corrupción.


58 Respuesta 5.3 y 5.4 del oficio n.° 009-OCGR-2023 del 5 de diciembre de 2023 (NI 27556).
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3.5. Además, los rectores de las políticas institucionales asociadas a la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, no han efectuado evaluaciones sobre la
efectividad de sus resultados en la prevención de la corrupción, pese a su importancia
para la implementación del SCI, así como para generar insumos para la toma de
decisiones.


3.6. De esta forma, queda clara la necesidad de que el Poder Judicial en el ejercicio de sus
responsabilidades, establezca medidas que incidan en la efectividad del SCI para la
prevención de la corrupción que, a su vez, procure garantizar la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia.


4. DISPOSICIONES
4.1. De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la


Constitución Política, los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de
la República, n.° 7428, y el artículo 12, inciso c) de la Ley General de Control Interno, se
emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán
ser cumplidas dentro del plazo (o en el término) conferido para ello, por lo que su
incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad.


4.2. Para la atención de las disposiciones incorporadas en este informe deberán observarse
los “Lineamientos generales para el cumplimiento de las disposiciones y recomendaciones
emitidas por la Contraloría General de la República en sus informes de auditoría”,
emitidos mediante resolución n.° R-DC-144-2015, publicados en La Gaceta n.° 242 del 14
de diciembre del 2015, los cuales entraron en vigencia desde el 4 de enero de 2016.


4.3. El Órgano Contralor se reserva la posibilidad de verificar, por los medios que considere
pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar
el establecimiento de las responsabilidades que correspondan, en caso de incumplimiento
injustificado de tales disposiciones.


A ORLANDO AGUIRRE GÓMEZ EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DE LA CORTE
SUPREMA DE JUSTICIA O A QUIEN EN SU LUGAR OCUPE EL CARGO


4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno
y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones
complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha
interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma
tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma
coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura
anticorrupción. (ver párrafos del 2.12 al 2.20).
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Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la
definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.


ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la
implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la
interacción entre dichas instancias.


4.5. Divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del
fenómeno de la corrupción. Dicha divulgación debe contemplar al menos la clarificación
de los instrumentos estratégicos y operativos, las instancias responsables, sus roles y
competencias (ver párrafos del 2.12 al 2.20).


Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General al 30 de setiembre de 2024, una certificación
mediante la cual se acredite la divulgación de la estructura organizativa del Poder Judicial
en materia de prevención y atención del fenómeno de la corrupción.


4.6. Definir e implementar las acciones correspondientes de modo que en el SERVI-PJ se
integre la valoración de riesgos de corrupción, en concordancia con los artículos 14 y 18
de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial. Dicha integración debería
responder a una valoración de riesgos de corrupción institucional de forma tal que permita
identificar, analizar, evaluar, administrar y efectuar el seguimiento a los riesgos de
corrupción asociados a las diferentes oficinas y despachos judiciales desde el SEVRI-PJ
(ver párrafos del 2.21 al 2.37).


Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 29 de noviembre de 2024, una certificación mediante la cual acredite la definición
de las acciones.


ii. Al 31 de marzo de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en
la implementación de las acciones definidas.


4.7. Definir e implementar las acciones que permitan evaluar la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los
resultados de esas políticas, son efectivos en la prevención de la corrupción; así como
generar recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del Sistema de
Control Interno. Lo anterior conforme lo establecido en la normativa aplicable, en la
Metodología de Evaluación de Resultados y en el Modelo de Gestión de Políticas
Institucionales del Poder Judicial (ver párrafos del 2.38 al 2.55).
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Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 31 de enero de 2025, una certificación mediante la cual se acredite la definición
de las acciones.


ii. Al 30 de abril de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en la
implementación de las acciones definidas.


Falon Stephany Arias Calero
Gerente de Área


Mari Trinidad Vargas Álvarez
Asistente Técnico


Raquel Vargas Moya
Coordinadora


Andrea Lizano Loría
Colaborador


G: 2023000855-1
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ANEXO 1
Capacitaciones brindadas al personal judicial sobre integridad, conflictos de interés, ética y


anticorrupción


Unidad de capacitación Capacitaciones brindadas


Escuela Judicial - Formación inicial para aspirantes a la Judicatura (FIAJ):
Módulo implicaciones éticas en la función judicial.


- Subprograma nivelación básica: Módulo de soluciones
alternas.


- Programa formación integral de las personas técnicas
judiciales: Módulo de Ética Judicial.


- Programa de actualización: Curso de aspectos generales
sobre la corrupción y el fraude, la corrupción de funcionarios
públicos como fenómeno de la criminalidad organizada,
Conducta y Ética Judicial: Los principios de Bangalore.


Unidad de Gestión de la
Capacitación de la Dirección de
Gestión Humana


- Inducción general: Todas y todos fortalecemos y
construimos al Poder Judicial.


- Conflictos de interés en el Poder Judicial: prevención y
regulación.


- Régimen disciplinario.
- Control Interno.
- Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI-PJ).
- Causales de abstención y el régimen de prohibiciones en la


regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial.
- Viviendo los valores compartidos.
- Liderazgo ético.
- Código de Ética, un norte en común.


Unidad de Capacitación y
Supervisión del Ministerio
Público


- Ética, valores, vocación de servicio en el Ministerio Público.
- Principios, estructura y funcionamiento del Ministerio


Público: Probidad, transparencia e integridad.
- Control Interno.
- Reglamento Regulación para la prevención, identificación y


la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder
Judicial.


- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Capacitación sobre conflicto de interés.


- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Charla sobre delitos de probidad y deberes de
la función pública.


Unidad de Capacitación de la
Defensa Pública


- Programa de nivelación: Módulo de valores democráticos.
- Programa de formación inicial: Contempla jurisprudencia,


normativa, ética y valores.
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- Programa de ejes transversales: Contempla ética y valores.
- Conflictos de interés.
- Formación de Ética y Valores para la Defensa Pública.


Oficina de Cumplimiento - Conflicto de interés.


Secretaria Técnica de la Ética y
Valores


- Régimen Disciplinario.
- Curso “Mi formación, mi responsabilidad”.
- Curso “Nuestros valores, una ruta hacia la plenitud


humana”.
- Charlas en ética y valores:


● Viviendo los valores compartidos.
● Liderazgo ético.
● Código de Ética, un norte en común.
● Ética y teletrabajo.
● Competencia moral y ética.
● Ética Judicial.
● Ética Pública.
● Guía básica para ejercer con probidad la función


pública.
● Ética simple en tiempos complejos.


Organismo de Investigación
Judicial


- Programa de Integridad y Transparencia (PRIT). Curso
sobre dádivas y otros beneficios indebidos.


Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por el Poder Judicial en los oficios n.os
PJ–DGH–CAP–463-2023 del 19 de setiembre de 2023, JEFDP-283-2022 del 14 de septiembre de 2022,
UCS-630-MP-2023 del 13 de setiembre de 2023, 117-Oficio-2023 del 23 de octubre de 2023, 097-OC-2023 del
30 de noviembre de 2023, PJ–DGH–CAP–642-2023 del 28 de noviembre de 2023, oficio n. 092-STEV-2023 del
18 de diciembre de 2023 y 093-STEV-2023 del 18 de diciembre de 2023.
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